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LEY 3/2017, de 27 de junio, de Presupuestos Generales del Estado para 
el año 2017

Sección 1.ª Impuesto sobre el Valor Añadido

Artículo 59 Exención en operaciones interiores

Con efectos desde la entrada en vigor de esta Ley y vigencia 
indefinida se modifica la letra j), del apartado 18.º del punto 
uno del artículo 20 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del 
Impuesto sobre el Valor Añadido, que queda redactada de la 
siguiente forma:

Artículo 20. Exenciones en operaciones interiores.
Uno. Estarán exentas de este impuesto las siguientes operaciones:
[…]
18.º Las siguientes operaciones financieras:
[…]

«j) Las operaciones de compra, venta o cambio y servicios 
análogos que tengan por objeto divisas, billetes de banco y 
monedas que sean medios legales de pago, a excepción de 
las monedas y billetes de colección y de las piezas de oro, 
plata y platino.

A efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior se conside-
rarán de colección las monedas y los billetes que no sean nor-
malmente utilizados para su función de medio legal de pago o 
tengan un interés numismático, con excepción de las monedas 
de colección entregadas por su emisor por un importe no su-
perior a su valor facial que estarán exentas del impuesto.

No se aplicará esta exención a las monedas de oro que 
tengan la consideración de oro de inversión de acuerdo con 
lo establecido en el número 2.º del artículo 140 de esta Ley.»

Artículo 60. Tipos impositivos reducidos.
Con efectos desde la entrada en vigor de esta Ley y vigencia 
indefinida, los números 2.º y 6.º del apartado uno.2 del artículo 
91 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre 
el Valor Añadido, quedan redactados de la siguiente forma:
«2.º Los servicios de hostelería, campamento y balneario, 
los de restaurantes y, en general, el suministro de comidas  

y bebidas para consumir en el acto, incluso si se confeccio-
nan previo encargo del destinatario.»
«6.º La entrada a bibliotecas, archivos y centros de documen-
tación, museos, galerías de arte, pinacotecas, teatros, circos, 
festejos taurinos, conciertos, y a los demás espectáculos cul-
turales en vivo.»

Artículo 61. Tipos impositivos. Equipos médicos, aparatos y 
demás instrumental a los que es de aplicación el tipo reducido.
Con efectos desde la entrada en vigor de esta Ley y vigencia 
indefinida, se modifica el primer guión del apartado octavo 
del anexo de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Im-
puesto sobre el Valor Añadido, que queda redactado de la 
siguiente forma:
«– Las gafas, monturas para gafas graduadas, lentes de con-
tacto graduadas y los productos necesarios para su uso, cui-
dado y mantenimiento.»

Sección 2.ª Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales 
y Actos Jurídicos Documentados

Artículo 62. Escala por transmisiones y rehabilitaciones de 
grandezas y títulos nobiliarios.
Con efectos desde la entrada en vigor de esta Ley, la escala 
a que hace referencia el párrafo primero del artículo 43 del 
texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre, 
será la siguiente:

Escala
TRANSMISIO-
NES DIRECTAS 

(EUROS)

TRANSMISIONES 
TRANSVERSALES 

 (EUROS)

REHABILITACIONES Y 
RECONOCIMIENTO DE TÍ-
TULOS EXTRANJEROS (%)

1.º Por cada título 
con grandeza 2.753 6.902 16.548

2.º Por cada gran-
deza sin título 1.968 4.934 11.814

3.º Por cada título 
sin grandeza 785 1.968 4.736

Se transcriben los artículos de mayor interés para los tributos cedidos.
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Disposición adicional cuadragésima cuarta. Interés legal 
del dinero.
Uno. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1 de la 
Ley 24/1984, de 29 de junio, sobre modificación del tipo de 
interés legal del dinero, éste queda establecido en el 3,00 por 
ciento durante la vigencia de esta Ley.
Dos. Durante el mismo periodo, el interés de demora a que se 
refiere al artículo 26.6 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, será el 3,75 por ciento.
Tres. Durante el mismo periodo, el interés de demora a que 
se refiere el artículo 38.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviem-
bre, General de Subvenciones, será el 3,75 por ciento.

Disposición adicional quincuagésima octava. Actividades 
prioritarias de mecenazgo.
Uno. De acuerdo con lo establecido en el artículo 22 de la 
Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las 
entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al 
mecenazgo, durante el año 2017 se considerarán actividades 
prioritarias de mecenazgo las siguientes:
1.ª Las llevadas a cabo por el Instituto Cervantes para la pro-

moción y difusión de la lengua española y de la cultura 
mediante redes telemáticas, nuevas tecnologías y otros 
medios.

2.ª Las llevadas a cabo por la Fundación Deporte Joven en 
colaboración con el Consejo Superior de Deportes en 
el marco del proyecto «España Compite: en la Empresa 
como en el Deporte» con la finalidad de contribuir al im-
pulso y proyección de las PYMES españolas en el ámbito 
interno e internacional, la potenciación del deporte y la 
promoción del empresario como motor de crecimiento 
asociado a los valores del deporte.

Los donativos, donaciones y aportaciones a las activi-
dades señaladas en el párrafo anterior que, de conformi-
dad con el apartado Dos de esta disposición adicional, 
pueden beneficiarse de la elevación en cinco puntos por-
centuales de los porcentajes y límites de las deducciones 
establecidas en los artículos 19, 20 y 21 de la citada Ley 
49/2002 tendrán el límite de 50.000 euros anuales para 
cada aportante.

3.ª Las llevadas a cabo por la Biblioteca Nacional de Espa-
ña en cumplimiento de los fines y funciones de carácter 
cultural y de investigación científica establecidos por la 
Ley 1/2015, de 24 de marzo, reguladora de la Biblioteca 
Nacional de España y por el Real Decreto 640/2016, de 
9 de diciembre, por el que se aprueba el Estatuto de la 
Biblioteca Nacional de España.

4.ª Las actividades de fomento, promoción y difusión de las 
artes escénicas y musicales llevadas a cabo por las Admi-
nistraciones públicas o con el apoyo de éstas.

5.ª Las llevadas a cabo por el Museo Nacional del Prado 
para la consecución de sus fines establecidos en la Ley 
46/2003, de 25 de noviembre, reguladora del Museo  

Nacional del Prado y en el Real Decreto 433/2004, de 12 
de marzo, por el que se aprueba el Estatuto del Museo 
Nacional del Prado

6.ª La conservación, restauración o rehabilitación de los bie-
nes del Patrimonio Histórico Español que se relacionan 
en el anexo XIII de esta Ley.

7.ª Los proyectos y actuaciones de las Administraciones pú-
blicas dedicadas a la promoción de la Sociedad de la In-
formación y, en particular, aquellos que tengan por objeto 
la prestación de los servicios públicos por medio de los 
servicios informáticos y telemáticos a través de Internet.

8.ª Los programas de formación y promoción del voluntaria-
do que hayan sido objeto de subvención por parte de las 
Administraciones públicas.

9.ª Los programas dirigidos a la erradicación de la violencia 
de género que hayan sido objeto de subvención por parte 
de las Administraciones Públicas o se realicen en colabo-
ración con éstas.

10.ª La investigación, desarrollo e innovación en las infraes-
tructuras que forman parte del Mapa nacional de Infraes-
tructuras Científicas y Técnicas Singulares (ICTS) apro-
bado el 7 de octubre de 2014 por el Consejo de Política 
Científica, Tecnológica y de Innovación y que, a este efec-
to, se relacionan en el anexo XIV de esta Ley.

11.ª La investigación, el desarrollo y la innovación orientados 
a resolver los retos de la sociedad identificados en la Es-
trategia Española de Ciencia y Tecnología y de Innovación 
para el período 2013-2020 y financiados o realizados por 
las entidades que, a estos efectos, se reconozcan por el 
Ministerio de Hacienda y Función Pública, a propuesta 
del Ministerio de Economía, Industria y Competitividad.

12.ª El fomento de la difusión, divulgación y comunicación 
de la cultura científica y de la innovación llevadas a cabo 
por la Fundación Española para la Ciencia y la Tecnología.

13.ª Las llevadas a cabo por la Agencia Estatal de Investiga-
ción para el fomento y financiación de las actuaciones 
que derivan de las políticas de I+D de la Administración 
General del Estado.

14.ª Las llevadas a cabo por la Agencia Española de Coope-
ración Internacional para el Desarrollo para la lucha con-
tra la pobreza y la consecución de un desarrollo humano 
sostenible en los países en desarrollo.

15.ª Las llevadas a cabo por la Agencia Española de Coopera-
ción Internacional para el Desarrollo para la promoción y 
el desarrollo de las relaciones culturales y científicas con 
otros países, así como para la promoción de la cultura 
española en el exterior.

16.ª Las llevadas a cabo por la Fundación ONCE en el mar-
co del Programa de Becas «Oportunidad al Talento», así 
como las actividades culturales desarrolladas por esta 
entidad en el marco de la Bienal de Arte Contemporáneo, 
el Espacio Cultural «Cambio de Sentido» y la Exposición 
itinerante «El Mundo Fluye».
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17.ª Las llevadas a cabo por el Fondo de Becas Soledad Ca-
zorla para huérfanos de la violencia de género (Fundación 
Mujeres).

Dos. Los porcentajes y los límites de las deducciones esta-
blecidas en los artículos 19, 20 y 21 de la citada Ley 49/2002, 
de 23 de diciembre, se elevarán en cinco puntos porcentua-
les en relación con las actividades incluidas en el apartado 
anterior.

Disposición adicional quincuagésima novena. Beneficios 
fiscales aplicables a la conmemoración del «25 Aniversa-
rio de la Casa América».
Uno. La celebración del «25 Aniversario de La Casa de Amé-
rica» tendrá la consideración de acontecimiento de excepcio-
nal interés público a los efectos de lo dispuesto en el artículo 
27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal 
de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fisca-
les del mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este aconteci-
miento abarcará desde el 1 de enero de 2017 hasta el 31 de 
diciembre de 2019.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos reali-
zados a los objetivos y planes del programa se efectuará en 
conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el 
adecuado desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y con-
creción en planes y programas de actividades específicas se 
realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los 
máximos establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002.

Disposición adicional sexagésima. Beneficios fiscales 
aplicables a «4.ª Edición de la Barcelona World Race».
Uno. La celebración de «4.ª Edición de la Barcelona World 
Race» tendrá la consideración de acontecimiento de excep-
cional interés público a los efectos de lo dispuesto en el ar-
tículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen 
fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos 
fiscales al mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este aconteci-
miento abarcará desde el 1 de enero de 2017 hasta el 31 de 
diciembre de 2019.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos reali-
zados a los objetivos y planes del programa se efectuará en 
conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el 
adecuado desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y con-
creción en planes y programas de actividades específicas se 
realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los 
máximos establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002.

Disposición adicional sexagésima primera. Beneficios 
fiscales aplicables a los «World Roller Games Barcelona 
2019».
Uno. La celebración de los «World Roller Games Barcelona 
2019» tendrá la consideración de acontecimiento de excep-
cional interés público a los efectos de lo dispuesto en el ar-
tículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen 
fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos 
fiscales al mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este aconteci-
miento abarcará desde el 1 de enero de 2017 hasta el 31 de 
diciembre de 2019.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos reali-
zados a los objetivos y planes del programa se efectuará en 
conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el 
adecuado desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y con-
creción en planes y programas de actividades específicas se 
realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los 
máximos establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002.

Disposición adicional sexagésima segunda. Beneficios fis-
cales aplicables a «Madrid Horse Week 17/19».
Uno. La celebración de «Madrid Horse Week 17/19» tendrá 
la consideración de acontecimiento de excepcional interés 
público a los efectos de lo dispuesto en el artículo 27 de la 
Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las 
entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al 
mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este aconteci-
miento abarcará desde el 1 de enero de 2017 hasta el 31 de 
diciembre de 2019.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos reali-
zados a los objetivos y planes del programa se efectuará en 
conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el 
adecuado desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y con-
creción en planes y programas de actividades específicas se 
realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los 
máximos establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002.

Disposición adicional sexagésima tercera. Beneficios fis-
cales aplicables a «La Liga World Challenge».
Uno. La celebración de «La Liga World Challenge» tendrá 
la consideración de acontecimiento de excepcional interés 
público a los efectos de lo dispuesto en el artículo 27 de la 
Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las 
entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al 
mecenazgo.
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Dos. La duración del programa de apoyo a este aconteci-
miento abarcará desde el 1 de enero de 2017 hasta el 31 de 
diciembre de 2019.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos reali-
zados a los objetivos y planes del programa se efectuará en 
conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el 
adecuado desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y con-
creción en planes y programas de actividades específicas se 
realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán 
los máximos establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 
49/2002.

Disposición adicional sexagésima cuarta. Beneficios fisca-
les aplicables al «V Centenario de la expedición de la pri-
mera vuelta al mundo de Fernando de Magallanes y Juan 
Sebastián Elcano».
Uno. La celebración del «V Centenario de la expedición de la 
primera vuelta al mundo de Fernando de Magallanes y Juan 
Sebastián Elcano» tendrá la consideración de acontecimien-
to de especial interés público a los efectos de lo dispuesto 
en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de 
régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los 
incentivos fiscales al mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este aconteci-
miento abarcará desde el 8 de mayo de 2017 hasta el 20 de 
septiembre de 2019.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos reali-
zados a los objetivos y planes del programa se efectuará en 
conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el 
adecuado desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y con-
creción en planes y programas de actividades específicas se 
realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los 
máximos establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002.

Disposición adicional sexagésima quinta. Beneficios fis-
cales aplicables al «25 aniversario de la declaración por 
la Unesco de Mérida como Patrimonio de la Humanidad».
Uno. La celebración del «25 aniversario de la declaración por 
la Unesco de Mérida como Patrimonio de la Humanidad» 
tendrá la consideración de acontecimiento de excepcional 
interés público a los efectos de lo dispuesto en el artículo 27 
de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de 
las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales 
al mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este aconteci-
miento abarcará desde el 1 de enero de 2017 al 31 de diciem-
bre de 2018.

Tres. La certificación de la adecuación de los gastos reali-
zados a los objetivos y planes del programa se efectuará en 
conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el 
adecuado desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y con-
creción en planes y programas de actividades específicas se 
realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los 
máximos establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002.

Disposición adicional sexagésima sexta. Beneficios fisca-
les aplicables a los «Campeonatos del Mundo de Canoa 
2019».
Uno. La celebración de los «Campeonatos del Mundo de 
Canoa 2019» tendrá la consideración de acontecimiento de 
excepcional interés público a los efectos de lo dispuesto en 
el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régi-
men fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incen-
tivos fiscales al mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este aconteci-
miento abarcará desde el 1 de enero de 2017 hasta el 31 de 
diciembre de 2019.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos reali-
zados a los objetivos y planes del programa se efectuará en 
conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el 
adecuado desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y con-
creción en planes y programas de actividades específicas se 
realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los 
máximos establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002.

Disposición adicional sexagésima séptima. Beneficios fis-
cales aplicables al «250 Aniversario del Fuero de Pobla-
ción de 1767 y Fundación de las Nuevas Poblaciones de 
Sierra Morena y Andalucía».
Uno. La celebración del «250 Aniversario del Fuero de Po-
blación de 1767 y Fundación de las Nuevas Poblaciones 
de Sierra Morena y Andalucía», tendrá la consideración de 
acontecimiento de excepcional interés público a los efectos 
de lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de 
diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucra-
tivos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este aconteci-
miento abarcará desde el 1 de enero de 2017 hasta el 31 de 
diciembre de 2019.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos reali-
zados a los objetivos y planes del programa se efectuará en 
conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren 
el adecuado desarrollo del acontecimiento. El desarrollo  
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y concreción en planes y programas de actividades especí-
ficas se realizará por el órgano competente en conformidad 
con lo dispuesto en la Ley 49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los 
máximos establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002.

Disposición adicional sexagésima octava. Beneficios fis-
cales aplicables al «IV Centenario del nacimiento de Bar-
tolomé Esteban Murillo».
Uno. La celebración del «IV Centenario del nacimiento de 
Bartolomé Esteban Murillo» tendrá la consideración de acon-
tecimiento de excepcional interés público a los efectos de 
lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de 
diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucra-
tivos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este aconteci-
miento abarcará desde el 1 de enero de 2017 hasta el 31 de 
diciembre de 2019.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos reali-
zados a los objetivos y planes del programa se efectuará en 
conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el 
adecuado desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y con-
creción en planes y programas de actividades específicas se 
realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán 
los máximos establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 
49/2002.

Disposición adicional sexagésima novena. Beneficios fis-
cales aplicables a «Numancia 2017».
Uno. La celebración de «Numancia 2017» tendrá la consi-
deración de acontecimiento de especial interés público a los 
efectos de lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 
23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines 
lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este aconteci-
miento abarcará desde el 1 de enero de 2017 hasta el 31 de 
diciembre de 2018.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos reali-
zados a los objetivos y planes del programa se efectuará en 
conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el 
adecuado desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y con-
creción en planes y programas de actividades específicas se 
realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los 
máximos establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002.

Disposición adicional septuagésima. Beneficios fiscales 
aplicables a «PHotoEspaña. 20  aniversario».

Uno. La celebración de «PHotoEspaña. 20 aniversario» ten-
drá la consideración de acontecimiento de excepcional inte-
rés público a los efectos de lo dispuesto en el artículo 27 de 
la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las 
entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al 
mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este aconteci-
miento abarcará desde el 1 de enero de 2017 hasta el 31 de 
diciembre de 2018.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos reali-
zados a los objetivos y planes del programa se efectuará de 
conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el 
adecuado desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y con-
creción de planes y programas de actividades específicas se 
realizará por el órgano competente de conformidad con lo 
dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los 
máximos establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002.

Disposición adicional septuagésima primera. Beneficios 
fiscales aplicables al «IV Centenario de la Plaza Mayor de 
Madrid».
Uno. La celebración del «IV Centenario de la Plaza Mayor de 
Madrid» tendrá la consideración de acontecimiento de espe-
cial interés público a los efectos de lo dispuesto en el artículo 
27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal 
de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fisca-
les al mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este aconteci-
miento abarcará desde el 1 de enero de 2017 hasta el 31 de 
diciembre de 2019.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos reali-
zados a los objetivos y planes del programa se efectuará en 
conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el 
adecuado desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y con-
creción en planes y programas de actividades específicas se 
realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los 
máximos establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002.

Disposición adicional septuagésima segunda. Beneficios 
fiscales aplicables al «XXX Aniversario de la Declaración 
de Toledo como Ciudad Patrimonio de la Humanidad».
Uno. La celebración del «XXX Aniversario de la Declaración 
de Toledo como Ciudad Patrimonio de la Humanidad» tendrá 
la consideración de acontecimiento de excepcional interés 
público a los efectos de lo dispuesto en el artículo 27 de la 
Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las 
entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al 
mecenazgo.
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Dos. La duración del programa de apoyo a este aconteci-
miento abarcará desde el 1 de enero de 2017 al 31 de diciem-
bre de 2018.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos reali-
zados a los objetivos y planes del programa se efectuará en 
conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el 
adecuado desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y con-
creción en planes y programas de actividades específicas se 
realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los 
máximos establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002.

Disposición adicional septuagésima tercera. Beneficios 
fiscales aplicables al «VII Centenario del Archivo de la Co-
rona de Aragón».
Uno. La celebración del «VII Centenario del Archivo de la Co-
rona de Aragón» tendrá la consideración de acontecimien-
to de especial interés público a los efectos de lo dispuesto 
en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de 
régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los 
incentivos fiscales al mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este aconteci-
miento abarcará desde el 1 de junio de 2017 hasta el 30 de 
junio de 2019.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos reali-
zados a los objetivos y planes del programa se efectuará en 
conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el 
adecuado desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y con-
creción en planes y programas de actividades específicas se 
realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los 
máximos establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002.

Disposición adicional septuagésima cuarta. Beneficios fis-
cales aplicables a «Lorca, Aula de la Historia».
Uno. «Lorca, Aula de la Historia» tendrá la consideración de 
acontecimiento de excepcional interés público a los efectos 
de lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de 
diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucra-
tivos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este aconteci-
miento abarcará desde el 1 de enero de 2017 al 31 de diciem-
bre de 2018.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos reali-
zados a los objetivos y planes del programa se efectuará en 
conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren 
el adecuado desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y 
concreción en planes y programas de actividades específicas  

se realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los 
máximos establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002.

Disposición adicional septuagésima quinta. Beneficios fis-
cales aplicables al «Plan de Fomento de la Lectura (2017-
2020)».
Uno. La celebración del «Plan de Fomento de la Lectura 
(2017-2020)» tendrá la consideración de acontecimiento 
de excepcional interés público a los efectos de lo dispuesto 
en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de 
régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los 
incentivos fiscales al mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este aconteci-
miento abarcará desde el 1 de septiembre de 2017 hasta el 
30 de junio de 2020.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos reali-
zados a los objetivos y planes del programa se efectuará en 
conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el 
adecuado desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y con-
creción en planes y programas de actividades específicas se 
realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los 
máximos establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002.

Disposición adicional septuagésima sexta. Beneficios 
fiscales aplicables al «Plan 2020 de Apoyo a los Nuevos 
Creadores Cinematográficos y a la conservación y difusión 
de la historia del cine español».
Uno. El «Plan 2020 de Apoyo a los Nuevos Creadores Ci-
nematográficos y a la conservación y difusión de la historia 
del cine español» tendrá la consideración de acontecimiento 
de excepcional interés público a los efectos de lo dispuesto 
en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de 
régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los 
incentivos fiscales al mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este aconteci-
miento abarcará desde el 1 de enero de 2017 hasta el 31 de 
diciembre de 2019.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos reali-
zados a los objetivos y planes del programa se efectuará en 
conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el 
adecuado desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y con-
creción en planes y programas de actividades específicas se 
realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán 
los máximos establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 
49/2002.
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Disposición adicional septuagésima séptima. Beneficios 
fiscales aplicables al «40 Aniversario del Festival Interna-
cional de Teatro Clásico de Almagro».
Uno. La celebración del «40 Aniversario del Festival Interna-
cional de Teatro Clásico de Almagro» tendrá la consideración 
de acontecimiento de excepcional interés público a los efec-
tos de lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 
23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines 
lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este aconteci-
miento abarcará desde el 1 de enero de 2017 hasta el 31 de 
diciembre de 2018.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos reali-
zados a los objetivos y planes del programa se efectuará en 
conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el 
adecuado desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y con-
creción en planes y programas de actividades específicas se 
realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los 
máximos establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002.

Disposición adicional septuagésima octava. Beneficios fis-
cales aplicables a la celebración del «I Centenario de la 
Ley de Parques Nacionales de 1916».
Uno. La celebración del «I Centenario de la Ley de Parques 
Nacionales de 1916», que se celebrará en el periodo 2016-
2017, tendrá la consideración de acontecimiento de excep-
cional interés público a los efectos de lo dispuesto en el ar-
tículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen 
fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos 
fiscales al mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este aconteci-
miento abarcará desde el 7 de diciembre de 2016 hasta el 7 
de diciembre de 2017.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos reali-
zados a los objetivos y planes del programa se efectuará en 
conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el 
adecuado desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y con-
creción en planes y programas de actividades específicas se 
realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los 
máximos establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002.

Disposición adicional septuagésima novena. Beneficios 
fiscales aplicables a la celebración del «I Centenario del 
Parque Nacional de Ordesa y Monte Perdido».
Uno. La celebración del «I Centenario del Parque Nacional de 
Ordesa y Monte Perdido», que se celebrará en 2018 tendrá 
la consideración de acontecimiento de excepcional interés 

público a los efectos de lo dispuesto en el artículo 27 de la 
Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las 
entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al 
mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este aconteci-
miento abarcará desde el 1 de enero hasta el 31 de diciembre 
de 2018.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos reali-
zados a los objetivos y planes del programa se efectuará en 
conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el 
adecuado desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y con-
creción en planes y programas de actividades específicas se 
realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los 
máximos establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002.

Disposición adicional octogésima. Beneficios fiscales apli-
cables a la celebración del «I Centenario del Parque Na-
cional de los Picos de Europa».
Uno. La celebración del «I Centenario del Parque Nacional 
de los Picos de Europa», que se celebrará en 2018 tendrá 
la consideración de acontecimiento de excepcional interés 
público a los efectos de lo dispuesto en el artículo 27 de la 
Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las 
entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al 
mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este aconteci-
miento abarcará desde el 1 de enero hasta el 31 de diciembre 
de 2018.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos reali-
zados a los objetivos y planes del programa se efectuará en 
conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el 
adecuado desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y con-
creción en planes y programas de actividades específicas se 
realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los 
máximos establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002.

Disposición adicional octogésima primera. Beneficios fis-
cales aplicables al «75º Aniversario de la Escuela Diplo-
mática».
Uno. La celebración del «75 Aniversario de la Escuela Diplo-
mática» tendrá la consideración de acontecimiento de excep-
cional interés público a los efectos de lo dispuesto en el ar-
tículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen 
fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos 
fiscales al mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento 
abarcará desde el 1 de mayo de 2017 hasta el 1 de mayo de 2019.
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Tres. La certificación de la adecuación de los gastos reali-
zados a los objetivos y planes del programa se efectuará en 
conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el 
adecuado desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y con-
creción en planes y programas de actividades específicas se 
realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los 
máximos establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002.

Disposición adicional octogésima segunda. Beneficios fis-
cales aplicables a «Teruel 2017. 800 Años de los Aman-
tes».
Uno. La celebración de «Teruel 2017. 800 Años de los Aman-
tes» tendrá la consideración de acontecimiento de excepcio-
nal interés público a los efectos de lo dispuesto en el artículo 
27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal 
de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fisca-
les al mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este aconteci-
miento abarcará desde el 1 de enero de 2017 hasta el 31 de 
diciembre de 2018.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos reali-
zados a los objetivos y planes del programa se efectuará en 
conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el 
adecuado desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y con-
creción en planes y programas de actividades específicas se 
realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán 
los máximos establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 
49/2002.

Disposición adicional octogésima tercera. Beneficios fis-
cales aplicables al «40 Aniversario de la Constitución Es-
pañola».
Uno. La celebración del «40 Aniversario de la Constitución 
Española» tendrá la consideración de acontecimiento de ex-
cepcional interés público a los efectos de lo dispuesto en el 
artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen 
fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos 
fiscales al mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este aconteci-
miento abarcará desde el 1 de julio de 2017 hasta el 30 de 
junio de 2019.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos reali-
zados a los objetivos y planes del programa se efectuará en 
conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren 
el adecuado desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y 
concreción en planes y programas de actividades específicas  

se realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los 
máximos establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002.

Disposición adicional octogésima cuarta. Beneficios fisca-
les aplicables al «50° aniversario de Sitges-Festival Inter-
nacional de Cine Fantástico de Catalunya».
Uno. La celebración del «50° Aniversario de Sitges-Festival 
Internacional de Cine Fantástico de Catalunya» tendrá la con-
sideración de acontecimiento de especial interés público a los 
efectos de lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 
23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines 
lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este aconteci-
miento abarcará desde el 1 de enero de 2017 hasta el 31 de 
diciembre de 2019.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos reali-
zados a los objetivos y planes del programa se efectuará de 
conformidad con lo dispuesto en el citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el 
adecuado desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y con-
creción en planes y programas de actividades específicas se 
realizará por el órgano competente de conformidad con lo 
dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los 
máximos establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002.

Disposición adicional octogésima quinta. «Beneficios fis-
cales aplicables al 50 aniversario de la Universidad Autó-
noma de Madrid».
Uno. La celebración del «50 Aniversario de la Universidad 
Autónoma de Madrid» tendrá la consideración de aconteci-
miento de excepcional interés público a los efectos de lo dis-
puesto en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciem-
bre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y 
de los incentivos fiscales al mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este aconteci-
miento abarcará desde el 1 de enero de 2017 hasta el 31 de 
diciembre de 2018.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos reali-
zados a los objetivos y planes del programa se efectuará de 
conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el 
adecuado desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y con-
creción en planes y programas de actividades específicas se 
realizará por el órgano competente de conformidad con lo 
dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los 
máximos establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002.

Disposición adicional octogésima sexta. Beneficios fiscales 
aplicables a la celebración del «Año Hernandiano 2017».
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Uno. La celebración del «Año Hernandiano 2017» tendrá 
la consideración de acontecimiento de excepcional interés 
público a los efectos de lo dispuesto en el artículo 27 de la 
Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las 
entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al 
mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este aconteci-
miento abarcará desde el 1 de enero de 2017 hasta el 31 de 
diciembre de 2018.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos reali-
zados a los objetivos y planes del programa se efectuará de 
conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el 
adecuado desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y con-
creción en planes y programas de actividades específicas se 
realizará por el órgano competente de conformidad con lo 
dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los 
máximos establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002.

Disposición adicional octogésima séptima. Beneficios fis-
cales aplicables a «Plan Decenio Milliarium Montserrat 
1025-2025».
Uno. La celebración del «Plan Decenio Milliarium Montse-
rrat 1025-2025» tendrá la consideración de acontecimiento 
de excepcional interés público a los efectos de lo dispuesto 
en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de 
régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los 
incentivos fiscales al mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este aconteci-
miento abarcará desde el 1 de septiembre de 2017 hasta el 
31 de agosto de 2020.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos reali-
zados a los objetivos y planes del programa se efectuará de 
conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el 
adecuado desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y con-
creción en planes y programas de actividades específicas se 
realizará por el órgano competente de conformidad con lo 
dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los 
máximos establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002.

Disposición adicional octogésima octava. Bonificación en 
el Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos 
de Naturaleza Urbana para Lorca, Murcia.
Uno. Excepcionalmente durante 2017 se concede una boni-
ficación del 50 por ciento de las cuotas del Impuesto sobre 
el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana 
para las transmisiones de los bienes inmuebles a que se refie-
re el apartado 1 del artículo 12 del Real Decreto-Ley 6/2011, 
de 13 de mayo, por el que se adoptan medidas urgentes para 
reparar los daños causados por los movimientos sísmicos 

acaecidos el 11 de mayo de 2011 en Lorca, Murcia, que se 
lleven a cabo para la reconstrucción de la zona afectada por 
dichos seísmos.
Dos. La bonificación se aplicará a la cuota resultante de apli-
car, en su caso, el resto de bonificaciones legalmente pre-
vistas.
Tres. La disminución de ingresos que lo previsto en esta dis-
posición produzca en el Ayuntamiento de Lorca será com-
pensada con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, 
de conformidad con lo establecido en el artículo 9 del texto 
refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de 
marzo.

Disposición adicional octogésima novena. Bonificación en 
el Impuesto sobre Bienes Inmuebles para Lorca, Murcia.
Uno. Se concede una bonificación del 50 por ciento de las 
cuotas del Impuesto sobre Bienes Inmuebles correspondien-
tes al ejercicio 2017, con los mismos requisitos establecidos 
para la exención regulada en este Impuesto en el artículo 12 
del Real Decreto-Ley 6/2011, de 13 de mayo, por el que se 
adoptan medidas urgentes para reparar los daños causados 
por los movimientos sísmicos acaecidos el 11 de mayo de 
2011 en Lorca, Murcia.
Dos. La bonificación se aplicará a la cuota resultante de apli-
car, en su caso, el resto de bonificaciones legalmente pre-
vistas.
Tres. La disminución de ingresos que lo establecido en esta 
disposición produzca en el Ayuntamiento de Lorca será com-
pensada con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9 del texto re-
fundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, apro-
bado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.
Cuatro. En caso de que la Ley de Presupuestos Generales 
del Estado para 2017 entrara en vigor con fecha posterior al 
devengo del Impuesto sobre Bienes Inmuebles de 2017, ésta 
medida se aplicará con carácter retroactivo y sin limitación 
de ningún tipo.

Para consultar texto íntegro pinche en el siguiente enlace:
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2017-7387

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2017-7387
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LEY 5/2017, de 28 de marzo, de medidas fiscales, administrativas, 
financieras y del sector público y de creación y regulación de los 
impuestos sobre grandes establecimientos comerciales, sobre 
estancias en establecimientos turísticos, sobre elementos radiotóxicos, 
sobres bebidas azucaradas y sobre emisiones de dióxido de carbono

Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones

Artículo 143 Modificación de la Ley 19/2010

1. Se añade un apartado, el 3, al artículo 7 de la Ley 19/2010, 
de 7 de junio, de regulación del impuesto sobre sucesio-
nes y donaciones, con el siguiente texto:

«3. Sin perjuicio de lo dispuesto por el apartado ante-
rior, se entiende que el arrendamiento de inmuebles se 
realiza como actividad empresarial cuando para la orde-
nación de la actividad se tiene empleada como mínimo 
una persona con contrato laboral y a jornada completa.»

2. Se modifica el artículo 11 de la Ley 19/2010, que queda 
redactado del siguiente modo:
«Artículo 11 Requisitos
1. Para poder disfrutar de la reducción establecida en la 

presente sección, deben cumplirse los siguientes re-
quisitos:
a.	 Que la entidad no tenga como actividad principal, 

en los términos que establece el artículo 12, la ges-
tión de un patrimonio mobiliario o inmobiliario.

b.	 Que la participación del causante en el capital de 
la entidad constituya al menos el 5% del mismo, 
computado individualmente, o el 20 %, computado 
conjuntamente con el cónyuge, los descendientes, 
los ascendientes o los colaterales hasta el tercer 
grado del causante, tanto por consanguinidad o 
adopción como por afinidad.

c.	 Que el causante haya ejercido efectivamente fun-
ciones de dirección en la entidad y haya percibido 
por esta tarea una remuneración que constituya  

al menos el 50% de la totalidad de los rendimien-
tos de actividades económicas y del trabajo perso-
nal, en los términos establecidos en el apartado 2.

Si la participación en la entidad era conjunta con al-
guna o algunas de las personas a las que se refiere la 
letra b, al menos una de las personas de este grupo de 
parentesco debe cumplir los requisitos relativos a las 
funciones de dirección y a las remuneraciones deriva-
das de las mismas.

2. A efectos de lo establecido en la letra c del apartado 
1, no deben computarse entre los rendimientos de ac-
tividades económicas y del trabajo personal los ren-
dimientos de la actividad económica a que se refiere 
el artículo 7. Si el causante era titular de participacio-
nes en varias entidades y desarrollaba en las mismas 
tareas directivas retribuidas, y siempre y cuando se 
cumplan los requisitos que establecen las letras a y b 
del apartado 1, en el cálculo del porcentaje que repre-
senta la remuneración por las funciones de dirección 
ejercidas en cada entidad respecto a la totalidad de los 
rendimientos del trabajo y de actividades económicas 
no deben computarse los rendimientos derivados del 
ejercicio de las funciones de dirección en las demás 
entidades.

3. Deben desarrollarse por reglamento los requisitos de-
terminados en el apartado 1.»

3. Se modifica el artículo 42 de la Ley 19/2010, que queda 
redactado del siguiente modo:
«Artículo 42 Requisitos
1. Para poder disfrutar de la reducción establecida en la pre-

sente sección, deben cumplirse los siguientes requisitos:

Se transcriben los artículos de mayor interés para los tributos cedidos.
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a.	 Que el donante haya cumplido sesenta y cinco 
años, o se halle en situación de incapacidad per-
manente absoluta o de gran invalidez.

b.	 Que la entidad no tenga como actividad principal, 
en los términos establecidos en el artículo 12, la 
gestión de un patrimonio mobiliario o inmobiliario.

c.	 Que la participación del donante en el capital de la 
entidad sea al menos del 5%, computado indivi-
dualmente, o del 20%, computado conjuntamente 
con el cónyuge, los descendientes, los ascendien-
tes o los colaterales hasta el tercer grado del do-
nante, tanto por consanguinidad o adopción como 
por afinidad.

d.	 Que el donante haya ejercido efectivamente fun-
ciones de dirección en la entidad y haya percibido 
por esta tarea una remuneración que constituya al 
menos el 50% de la totalidad de los rendimientos 
de actividades económicas y del trabajo personal, 
en los términos establecidos en el apartado 2.

Si la participación en la entidad es conjunta con 
alguna o algunas de las personas a las que se re-
fiere la letra c de este apartado, al menos una de 
las personas de este grupo de parentesco debe 
cumplir los requisitos relativos a las funciones de 
dirección y a las remuneraciones derivadas de las 
mismas.

e.	 Que el donante, en la fecha de la donación, si ejer-
ce funciones de dirección en la entidad, deje de 
ejercerlas y deje de percibir las correspondientes 
remuneraciones.

2. A efectos de lo establecido en la letra d del apartado 1:
a.	 No deben computarse como rendimientos del tra-

bajo personal los rendimientos derivados del ejer-
cicio de funciones de dirección en otras entidades, 
siempre y cuando se cumplan los requisitos esta-
blecidos en las letras b y c del apartado 1.

b.	 No deben computarse como rendimientos de ac-
tividades económicas los rendimientos derivados 
del ejercicio de otras actividades empresariales o 
profesionales del donante, siempre y cuando la 
suma de la totalidad de los rendimientos de activi-
dades económicas constituya al menos el 50% de 
la totalidad de los rendimientos del trabajo perso-
nal, del capital mobiliario e inmobiliario y de acti-
vidades económicas, con la misma excepción que 
establece la letra a en cuanto a los rendimientos 
derivados del ejercicio de funciones de dirección.

3. Deben desarrollarse por reglamento los requisitos de-
terminados en el apartado 1.»

4. Se modifica el epígrafe de la sección cuarta del capítulo 
único del título II de la Ley 19/2010, que queda redactado 
del siguiente modo:

«Sección cuarta
Reducción por la donación de dinero para constituir o 

adquirir una empresa o un negocio profesional o para ad-
quirir participaciones en entidades.»

5. Se modifica el apartado 1 del artículo 47 de la Ley 19/2010, 
que queda redactado del siguiente modo:

«1. En las donaciones de dinero a favor de descendien-
tes para constituir o adquirir un negocio profesional o una 
empresa o para adquirir participaciones, siempre y cuan-
do la empresa, el negocio o la entidad tengan el domicilio 
social y fiscal en Cataluña, puede aplicarse a la base im-
ponible una reducción del 95% del importe dado, con una 
reducción máxima de 125.000 euros, límite que se fija en 
250.000 euros para los donatarios que tengan un grado 
de discapacidad igual o superior al 33%.»

6. Se modifica la letra a del artículo 48 de la Ley 19/2010, 
que queda redactada del siguiente modo:

«a) La donación debe formalizarse en escritura pública, 
otorgada en el plazo de un mes a contar de la fecha de 
entrega del dinero. Debe hacerse constar de forma expre-
sa en la escritura que el donatario destina el dinero dado 
exclusivamente a la constitución o adquisición de su pri-
mera empresa o de su primer negocio profesional o a la 
adquisición de sus primeras participaciones en entidades 
que cumplen los requisitos que determina el presente ar-
tículo.»

7. Se modifica la letra c del artículo 48 de la Ley 19/2010, 
que queda redactada del siguiente modo:

«c) La constitución o la adquisición de la empresa o el 
negocio profesional o la adquisición de las participacio-
nes debe producirse en el plazo de seis meses a contar 
desde la fecha de formalización de la donación.»

8. Se modifica la letra g del artículo 48 de la Ley 19/2010, 
que queda redactada del siguiente modo:

«g) En el caso de adquisición de una empresa o un ne-
gocio, el importe de la cifra de negocios neto del último 
ejercicio cerrado antes de la fecha de adquisición no pue-
de superar los siguientes límites:
•	 Tres millones de euros, en caso de adquisición de una 

empresa.
•	 Un millón de euros, en caso de adquisición de un ne-

gocio profesional.»

9. Se modifica el artículo 51 de la Ley 19/2010, que queda 
redactado del siguiente modo:
«Artículo 51 Regla de mantenimiento

El disfrute definitivo de la reducción establecida en la 
presente sección queda condicionado al mantenimien-
to de los bienes objeto de la donación en el patrimonio  

http://noticias.juridicas.com/base_datos/CCAA/ca-l19-2010.html
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del donatario durante los cinco siguientes años a la dona-
ción, o al negocio jurídico equiparable, salvo que en este 
plazo fallezca el donatario o los bienes sean adquiridos 
a título gratuito por la Generalidad o por un ente local 
territorial de Cataluña.»

10.  Se modifica el apartado 2 del  artículo 57 de la Ley 
19/2010, que queda redactado del siguiente modo:

«2. Para poder aplicar la tarifa establecida en el aparta-
do 1, la donación entre vivos, o el negocio jurídico equi-
parable, debe haberse formalizado en escritura pública. 
Si la escritura no es requisito de validez, el otorgante o 
los otorgantes deben elevarla a público:

a.	 En el caso de la donación, en el plazo de un mes a 
contar desde la fecha de entrega del bien. 

b.	 En el caso del negocio jurídico equiparable, en el 
plazo de un mes a contar desde la celebración del 
negocio.»

11.  Se modifica el apartado 1 del  artículo 73 de la Ley 
19/2010, que queda redactado del siguiente modo:

«1. Los órganos de la Agencia Tributaria de Cataluña 
competentes en materia de gestión del impuesto sobre 
sucesiones y donaciones pueden acordar, a solicitud del 
contribuyente, un aplazamiento de hasta un año del pago 
de las liquidaciones practicadas por causa de muerte, 
siempre y cuando el inventario de la herencia no com-
prenda suficiente dinero efectivo o bienes fácilmente rea-
lizables para pagar las cuotas liquidadas y siempre que 
el aplazamiento se solicite antes de que finalice el plazo 
reglamentario de pago. La concesión del aplazamiento 
implica la obligación de satisfacer el correspondiente in-
terés de demora.

En los mismos supuestos y condiciones, se puede 
acordar el fraccionamiento del pago, en un máximo de 
cinco anualidades, siempre y cuando se constituya ga-
rantía que cubra el pago de la obligación tributaria princi-
pal y de los intereses de demora, más un 25% de la suma 
de ambos conceptos.

En los supuestos a los que se refiere este apartado, a 
solicitud de la persona interesada, y siempre y cuando lo 
autorice la dirección general competente en materia de 
patrimonio, previo informe favorable del departamento o 
la entidad competente en función del uso del bien inmue-
ble que se ofrece, los mencionados órganos de gestión 
pueden acordar que el pago se realice mediante bienes 
inmuebles constitutivos de la herencia.»

Capítulo III 
 
Impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos 
jurídicos documentados

Artículo 144 Modificación de la Ley 12/2004 en relación 
con la transmisión de vehículos usados

Se modifica la letra b del apartado 2 del artículo 12 de la 
Ley 12/2004, de 27 de diciembre, de medidas financieras, 
que queda redactada del siguiente modo:

«b)  Los vehículos cuyo valor, sin aplicación de los 
coeficientes de depreciación por antigüedad, sea igual  
o superior a 40.000 euros. Para los vehículos incluidos en 
la orden por la que se aprueban los precios medios de ven-
ta aplicables a la gestión del impuesto, este valor equivale 
al precio medio de venta correspondiente al primer año.»

Artículo 145 Modificación de la Ley 25/1998 en relación 
con el tipo de gravamen de la modalidad de transmisiones 
patrimoniales onerosas
Se modifica el artículo 32 de la Ley 25/1998, de 31 de di-
ciembre, de medidas administrativas, fiscales y de adapta-
ción al euro, que queda redactado del siguiente modo:

«Artículo 32 Tipo de gravamen en negocios sobre bienes 
inmuebles

En los términos del artículo 49.1.a de la Ley del Estado 
22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema 
de financiación de las comunidades autónomas de régimen 
común y ciudades con estatuto de autonomía y se modifican 
determinadas normas tributarias, se aprueban los tipos de 
gravamen siguientes del impuesto sobre transmisiones pa-
trimoniales onerosas:
a.	 La transmisión de inmuebles, y la constitución y la ce-

sión de derechos reales que recaigan sobre bienes in-
muebles, a excepción de los derechos reales de garantía, 
tributa al tipo medio que resulta de aplicar la siguiente 
tarifa establecida en función del valor real del inmueble:

VALOR TOTAL  
DEL INMUEBLE 

DESDE (EUROS)

CUOTA 
ÍNTEGRA 
(EUROS)

RESTO  
VALOR  

HASTA (EUROS)

TIPO  
APLICABLE  

(%)

0,00 0,00 1.000.000,00 10

1.000.000,00 100.000,00 En adelante 11

b.	 La transmisión de viviendas con protección oficial, así 
como la constitución y la cesión de derechos reales que 
recaigan sobre las mismas, salvo los derechos reales de 
garantía, tributa al tipo del 7%.

c.	 La transmisión de bienes muebles, así como la constitu-
ción y la cesión de derechos reales que recaigan sobre 
los mismos, salvo los derechos reales de garantía, tribu-
ta al tipo del 5%.»

Artículo 146  Modificación de la Ley 21/2001 en rela-
ción con el tipo de gravamen de la modalidad de actos  
jurídicos documentados de los documentos notariales en 
caso de renuncia a la exención en el impuesto sobre el valor 
añadido

http://noticias.juridicas.com/base_datos/CCAA/ca-l12-2004.t1.html#I218
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Se modifica la letra b del artículo 7 de la Ley 21/2001, de 
28 de diciembre, de medidas fiscales y administrativas, que 
queda redactada del siguiente modo:

«b) El 2,5%, en el caso de documentos en que se haya re-
nunciado a la exención en el IVA de acuerdo con lo dispuesto 
por el artículo 20.2 de la Ley del Estado 37/1992, de 28 de 
diciembre, del impuesto sobre el valor añadido.»

Artículo 147 Bonificación de los arrendamientos de vivien-
das del parque público destinado a alquiler social
1. Gozan de una bonificación del 99% de la cuota del im-

puesto sobre transmisiones patrimoniales onerosas los 
contratos de arrendamiento de viviendas del parque pú-
blico destinado a alquiler social.

2. A los efectos de lo establecido por el apartado 1, son vi-
viendas del parque público destinados a alquiler social las 
que están adscritas al Fondo de vivienda en alquiler des-
tinado a políticas sociales que coordina la Agencia de la 
Vivienda de Cataluña.

Artículo 148 Bonificación de las escrituras de subrogación 
de préstamo o crédito hipotecarios otorgado por la sec-
ción de crédito de una cooperativa
1.  La escritura pública por la que una entidad financiera 

se subroga en la posición acreedora de un préstamo o 
crédito hipotecario otorgado por la sección de crédito de 
una cooperativa, goza de una bonificación del 99% de la 
cuota gradual de la modalidad de actos jurídicos docu-
mentados. 

En esta escritura solo puede pactarse la modificación 
de las condiciones del tipo de interés, tanto el ordinario 
como el de demora, pactado inicialmente o vigente, así 
como la modificación del plazo del préstamo o crédito, 
o ambas.

2. A los efectos de la aplicación de la bonificación, son en-
tidades financieras las entidades a las que se refiere el 
artículo 2 de la Ley del Estado 2/1981, de 25 de marzo, de 
mercado hipotecario.

3. También se aplica la bonificación si es la cooperativa de 
segundo grado administradora del Fondo cooperativo de 
apoyo a las secciones de crédito la que se subroga en la 
posición acreedora.

Capítulo IV 
 
Obligaciones formales en cuanto al suministro de 
información tributaria

Artículo 149 Modificación de la Ley 5/2007 en relación con 
la obligación de presentación de documentos a los efectos 
del impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos 
jurídicos documentados y del impuesto sobre sucesiones 
y donaciones

Se modifica el artículo 21 de la Ley 5/2007, de 4 de julio, 
de medidas fiscales y financieras, que queda redactado del 
siguiente modo:

«Artículo 21 Obligación de presentación de documentos a 
los efectos del impuesto sobre transmisiones patrimoniales 
y actos jurídicos documentados y del impuesto sobre suce-
siones y donaciones.

Se entiende cumplida la obligación de presentar los do-
cumentos comprensivos de los hechos imponibles del im-
puesto sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos 
documentados y del impuesto sobre sucesiones y dona-
ciones cuando la presentación y, si procede, el pago de la 
autoliquidación correspondiente se haya efectuado por vía 
telemática.»

Artículo 150 Modificación de la Ley 31/2002 en relación 
con el suministro de información por las empresas y enti-
dades que hacen las subastas de bienes
Se modifica el artículo 29 de la Ley 31/2002, de 30 de di-
ciembre, de medidas fiscales y administrativas, que queda 
redactado del siguiente modo:

«Artículo 29 Obligaciones formales de las personas físicas 
o jurídicas que hacen subastas de bienes en cuanto al im-
puesto sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos 
documentados

Las personas físicas o jurídicas que hacen subastas de 
bienes tienen que remitir a la Agencia Tributaria de Cata-
luña, con carácter general y en la forma y los plazos que 
determine la orden de la persona titular del departamento 
competente en materia de hacienda, información sobre las 
transmisiones de bienes en que han intervenido en calidad 
de intermediarias por cuenta ajena, cuando el transmitente 
no actúe en el ejercicio de una actividad económica. Debe 
informarse tanto de las operaciones en que los bienes se 
han adjudicado mediante una subasta como por cualquier 
otro tipo de operación, incluidos los casos de adjudicación 
directa.»

Artículo 151 Suministro de información por las empresas 
dedicadas a la reventa de bienes muebles
Las personas físicas o jurídicas dedicadas profesionalmente 
a la reventa de bienes muebles deben remitir a la Agencia 
Tributaria de Cataluña, con carácter general y en la forma y 
los plazos que determine la orden de la persona titular del 
departamento competente en materia de hacienda, infor-
mación sobre las adquisiciones de bienes previas que sean 
susceptibles de tributar por el impuesto sobre transmisio-
nes patrimoniales y actos jurídicos en que han intervenido, 
tanto por cuenta propia como en calidad de intermediarios 
por cuenta ajena.

http://noticias.juridicas.com/base_datos/CCAA/ca-l5-2007.t1.html#I265
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Artículo 152 Suministro de información por las entidades 
autorizadas para la gestión de los sistemas de bingo elec-
trónico
Las entidades o empresas autorizadas para la gestión de los 
sistemas de bingo electrónico deben comunicar a la Agencia 
Tributaria de Cataluña, con carácter general y en la forma y 
los plazos que determine la orden de la persona titular del 
departamento competente en materia de hacienda, la infor-
mación relativa a las partidas efectuadas.

Artículo 153 Suministro de información por las entidades 
aseguradoras
Las entidades aseguradoras deben remitir a la Agencia Tri-
butaria de Cataluña, con carácter general y en la forma y los 
plazos que determine la orden de la persona titular del de-
partamento competente en materia de hacienda, información 
sobre las indemnizaciones pagadas como consecuencia de 
las pólizas de los seguros de vida contratadas por personas 
residentes en Cataluña.
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TRIBUNAL SUPREMO 

Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones: Causas justificadas que no 
hacen perder a la vivienda el carácter de habitual
Sentencia de 12 de mayo de 2017

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Cuestión controvertida en la instancia.
La cuestión controvertida en la instancia fue determinar si el 
actor, hoy recurrente, tenía derecho a la reducción por adqui-
sición de vivienda habitual de la persona fallecida, prevista 
en el artículo 20.2.c), párrafo tercero de la Ley 29/1087(sic) 
(RCL 1987, 2636), del Impuesto sobre Sucesiones y Dona-
ciones (ISD).

Los hechos considerados por la sentencia (PROV 2016, 
3137) de instancia fueron los siguientes.

“El actor es hermano de la fallecida Dª Estela . Hecho acae-
cido el 9 de diciembre de 2007. Es mayor de 65 años.

Para el recurrente, su hermana tenía vivienda habitual en 
la CALLE000 NUM000 del término municipal de Tacoronte, 
Tenerife, pero debido a su estado de salud se trasladó a vivir 
en su compañía en la vivienda sita en Mogán, isla de Gran 
Canarias, desde noviembre de 2004 y hasta su fallecimiento 
[...]” (sic).

Después de reproducir el citado precepto y el artículo 54 
del Real Decreto 439/2007, de 30 de marzo (RCL 2007, 664) 
, por el que se aprueba el Reglamento del Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas, la sentencia (PROV 2016, 
3137) fundamenta su fallo desestimatorio en la siguiente ar-
gumentación:

“El texto del artículo 20.2.c), párrafo tercero, combina los 
conceptos <<residencia habitual>>, que implica la ocupación 
de forma efectiva de la vivienda durante al menos tres años, 
admitiéndose un plazo inferior por circunstancias excepcio-
nales que exijan el cambio de domicilio. 

Con el de <<convivencia>>, que debe tener lugar en la vi-
vienda habitual-común de la causante y del heredero-objeto 
de adquisición mortis causa.

El fallo del TEAR refiere que la causante y su hermano re-
sidían en el domicilio de éste y no en la vivienda de la CA-
LLE000 de Tacoronte. La causante llevaba residiendo en la 

vivienda de su hermano desde hacía más de tres años antes 
de su fallecimiento. 

Además es evidente que la convivencia nunca se produjo 
en la vivienda objeto de la transmisión por motivo del falle-
cimiento” (sic).

Segundo. Formulación del recurso de casación para la uni-
ficación de doctrina.
La representación procesal del recurrente, después de refe-
rirse a los antecedentes y de reproducir el artículo 20.2.c), 
párrafo tercero de la LISD (RCL 1987, 2636) , afirma que la 
sentencia (PROV 2016, 3137) que impugna es contraria a la 
jurisprudencia de la propia Sala y de otras cuatro Salas de 
Tribunales Superior de Justicia (Madrid, Valencia, Cataluña 
y Galicia).

Señala como sentencias de contraste las siguientes:
1º) Sentencia 168/2008, de 6 de mayo de 2008 (PROV 2008, 

251782), de la Sala del Tribunal Superior de Justicia de 
Canarias, Sección Primera, con sede en Santa Cruz de 
Tenerife.

2º) Sentencia 30598/2009, de 14 julio de 2009 (JT 2009, 
1373), rec. 1901/2005, de la Sección Cuarta de la Sala 
de lo Contencioso Administrativo de Madrid.

3º) Sentencia 410/2015, de 20 de mayo de 2015 (PROV 
2015, 187806), rec. 372/2013, de la Sección Segunda 
de la Sala de lo Contencioso Administrativo de Cataluña.

4º) Sentencia 431/2012, de 11 de junio de 2012 (PROV 
2012, 235866), rec. 16125/2010, de la Sala de lo Con-
tencioso Administrativo de Galicia.

5º) Sentencia 811/2012, de 10 de diciembre de 2012 (PROV 
2013, 32139), rec. 15685/2010, de la Sala de lo Contencioso 
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Galicia.

6º) Sentencia 1119/2013, de 19 de julio de 2013 (PROV 
2013, 325379), rec. 1128/2010, de la Sección Tercera de 
la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Comuni-
dad Valenciana.
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La parte afirma que la situación de las partes, los hechos, 
fundamentos y pretensiones son sustancialmente iguales en 
la sentencia (PROV 2016, 3137) recurrida y las anteriormen-
te mencionadas.

Existe una evidente contradicción de pronunciamientos 
entre la sentencia (PROV 2016, 3137) impugnada y las seis 
sentencias alegadas como contradictorias.

Y la doctrina correcta es, según la parte, la de las senten-
cias anteriores a la recurrida.

Tercero. Decisión de la Sala.
Si bien no todas las sentencias señaladas como sentencias de 
contraste merecen esta consideración porque se refieren a la 
interpretación de preceptos distintos, al menos en las senten-
cias de la Sala del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, de 
fecha 14 de julio de 2009 (JT 2009, 1373) (rec. 1901/2005), 
de la Sala del Tribunal Superior de Justicia de Galicia de 10 de 
diciembre de 2012 (PROV 2013, 32139), (rec. 15685/2010) y 
de la Sala de la Comunidad Valenciana, de 19 de julio de 2013 
(PROV 2013, 325379) (rec. 1128/2010), pueden apreciarse, 
con respecto a la recurrida, las identidades, subjetivas, obje-
tivas, de fundamentos y de pretensiones precisas para hacer 
viable el recurso de casación para la unificación de doctrina.

En una y otras se trata de parientes contemplados en el 
artículo 20.2.c), párrafo tercero, LISD (RCL 1987, 2636) que 
tienen derecho a la reducción del 95%, con el límite estable-
cido de 122.606, 47 €, para cada heredero, en la adquisición 
“mortis causa” de la vivienda habitual de la persona fallecida. 
En ellas, también, se cuestiona la pérdida o no de la condi-
ción de vivienda habitual como consecuencia del traslado del 
causante a la vivienda del pariente causahabiente por razones 
de enfermedad. Y los fallos contradictorios de la recurrida 
y las contradictorias son el resultado de aplicar doctrinas 
distintas sobre la interpretación del precepto, que procede 
unificar en el presente recurso.

El concepto de vivienda habitual no aparece en la LISD, por 
lo que ha de atenderse a la normativa reguladora del Impues-
to sobre la Renta de las Personas Físicas que, expresamente, 
se refiere a ella. Y así el artículo 41 bis del Reglamento, apro-
bado por Real Decreto 439/2007, de 30 de marzo (RCL 2007, 
664) (como antes el artículo 51.1 del Reglamento de 1999 
(RCL 1999, 368, 610)), define la vivienda habitual a efectos 
de determinadas exenciones en los siguientes términos “[...] 
se considera vivienda habitual del contribuyente la edifica-
ción que constituya su residencia durante un plazo continua-
do de, al menos, tres años. 

No obstante, se entenderá que la vivienda tuvo el carácter 
de habitual cuando, a pesar de no haber transcurrido dicho 
plazo, se produzca el fallecimiento del contribuyente o concu-
rran otras circunstancias que necesariamente exijan el cam-
bio de domicilio, tales como celebración de matrimonio, se-
paración matrimonial, traslado laboral, obtención del primer 
empleo, o cambio de empleo, u otras análogas justificadas”.

Pues bien, en el ámbito de “otras causas análogas justifi-
cadas” del traslado que no hacen perder al inmueble la con-
sideración de vivienda habitual ha de incluirse la enfermedad 
acreditada que obliga al cambio de residencia, máxime cuan-
do el fallecimiento sobreviene durante y como consecuencia 
de dicha enfermedad.

La aplicación de la doctrina expuesta comporta la estima-
ción del recurso de casación para la unificación de la doctrina 
porque la sentencia (PROV 2016, 3137) de instancia decla-
ra y reconoce que el traslado desde la vivienda habitual, en 
la CALLE000 NUM000 del término municipal de Tacoronte, 
Tenerife, a la vivienda del hermano, sita en Mogán, Gran Ca-
narias, es debido al estado de salud, y se produce “desde 
noviembre de 2004 hasta su fallecimiento”, acaecido el 9 de 
diciembre de 2007.

Obviamente, como regla general, la convivencia entre cau-
sante y causahabiente, exigida por el artículo 20.2.c), tercero, 
LISD, ha de desarrollarse en la originaria vivienda del causan-
te porque, en caso contrario, dejaría de ser habitual. Ahora 
bien, en los supuestos en los que concurre alguna de las cau-
sas justificadas que atribuye la condición de vivienda habitual 
al nuevo domicilio, después del traslado, será en éste donde 
ha de tener lugar la convivencia requerida.

Los razonamientos expuestos justifican que se rechace la 
pretendida inadmisión opuesta por la Administración recurri-
da por ausencia de las necesarias identidades entre sentencia 
(PROV 2016, 3137) impugnada y sentencias de contraste y 
que, estimando el recurso de casación interpuesto, se estime, 
igualmente, el recurso contenciosos-administrativo seguido 
en la instancia. No procede imponer las costas causadas a 
ninguna de las partes.

FALLO

Por todo lo expuesto, en nombre del Rey y por la autoridad 
que le confiere la Constitución (RCL 1978, 2836), esta Sala 
ha decidido Que debemos estimar y estimamos el recurso 
de casación para la unificación de doctrina interpuesto por la 
representación procesal de don Rogelio, contra sentencia, de 
fecha 23 de octubre de 2015 (PROV 2016, 3137), dictada por 
la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Administra-
tivo del Tribunal Superior de Justicia de Canarias, con sede 
en Santa Cruz de Tenerife, en el recurso de dicho orden juris-
diccional núm. 306/2013. Sentencia (PROV 2016, 3137) que 
casamos, y, en su lugar, dejamos sin efecto las resoluciones 
administrativas, originariamente, impugnadas, reconocien-
do al recurrente la reducción del 95%, correspondiente a la 
vivienda habitual, prevista en el artículo 20.2.a), tercero, de 
la Ley del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones (RCL 
1987, 2636). No ha lugar a la imposición de costas a ninguna 
de las partes.
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galmente previsto, y explica al interesado, aunque de forma 
sucinta, la forma en que lo obtuvo, pues en el trámite de ale-
gaciones indicó que la comprobación de valores se hacía por 
el valor comprobado por referencia a los valores catastrales 
a la fecha de devengo del impuesto, con aplicación de los 
coeficientes multiplicadores oficialmente publicados por la 
Consejería de Economía y Hacienda, según lo dispuesto en 
el art. 57.1 b) de la Ley 58/2003 (RCL 2003, 2945), General 
Tributaria».

2. Rechaza en el siguiente fundamento de derecho, el ter-
cero, la existencia de un orden de prelación entre los distin-
tos métodos de comprobación del valor contemplados en el 
artículo 57.1 LGT, con remisión a sentencias previas en tal 
sentido, destacando que «[l]o que importa es que se elija el 
método que mejor determine el “valor real”, que es la base 
imponible del impuesto».

3. Atendidas las particulares circunstancias de caso [«en el 
conjunto residencial construido sobre la parcela de terreno 
23.1, 23.2 del S.A.U “EL QUIÑÓN” de las Normas Subsidia-
rias del municipio de Seseña, la sociedad Altamira Santander 
Real Estate, S.A., en su condición de inmobiliaria del Banco 
Santander Central Hispano, S.A., se adjudica, entre otras, la 
finca objeto de transmisión. [...] tanto la vivienda como el 
resto de los inmuebles edificados sobre la parcela de terreno 
antedicha, fueron construidos con anterioridad a dicha adju-
dicación por el promotor conocido a través de la prensa na-
cional como “EL POCERO”, y ante el impago de las hipotecas 
y créditos concedidos al promotor por parte del mismo, el 
Banco Santander, en su condición de acreedor hipotecario, 
tuvo necesidad de adjudicarse el referido inmueble a través 
de la aludida inmobiliaria, quien, a su vez, transmitió esta 
vivienda al recurrente. Atendiendo a las condiciones del mer-
cado, en el año 2012 se produjo por parte de dicha inmo-
biliaria una rebaja drástica de los precios de las viviendas, 
con la evidente necesidad y finalidad de venderlas, siendo la 
rebaja objeto de divulgación pública y publicidad en la pro-
pia urbanización, vendiéndose las viviendas de tres y cuatro 

TRIBUNAL SUPREMO 

Métodos de comprobación del valor real de los bienes transmitidos en 
el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales
Auto de admisión de 21 de junio de 2017

RAZONAMIENTOS JURÍDICOS

Primero. 1. El escrito de preparación fue presentado en plazo 
(artículo 89.1 LJCA (RCL 1998, 1741)), la sentencia contra la 
que se dirige el recurso* es susceptible de casación (artículo 
86 LJCA, apartados 1 y 2) y la Junta de Comunidades de 
Castilla-La Mancha se encuentra legitimada para interponer-
lo, por haber sido parte en el proceso de instancia (artículo 
89.1 LJCA).

2. En el escrito de preparación se acredita el cumplimien-
to de tales requisitos reglados, se identifican con precisión 
las normas que se reputan infringidas y se justifica que di-
chas normas fueron alegadas en el proceso, o tomadas en 
consideración por la Sala de instancia, o que ésta hubiera 
debido observar aun sin ser alegadas; también se justifica 
que su infracción ha sido relevante y determinante del fallo 
de sentencia impugnada y que dichas normas forman parte 
del Derecho estatal [artículo 89.2 LJCA, letras a), b), d) y e)].

3. El repetido escrito fundamenta especialmente que con-
curre interés casacional objetivo para la formación de la juris-
prudencia, porque la sentencia recurrida sienta una doctrina 
sobre las normas en que se fundamenta el fallo que puede ser 
gravemente dañosa para el interés general [artículo 88.2.b) 
LJCA] y afecta a un gran número de situaciones por tras-
cender del caso objeto del proceso [artículo 88.2.c) LJCA], 
infiriéndose de las razones que ofrece para justificarlo por 
qué resulta conveniente de un pronunciamiento del Tribunal 
Supremo [artículo 89.2, letra f) LJCA].

Segundo. 1. La Sala de instancia no acepta en la sentencia 
recurrida que el método de valoración empleado por la Ad-
ministración tributaria autonómica para comprobar el valor 
declarado sea ilegal o genere, per se, la indefensión de los 
sujetos pasivos, como pretendía el demandante en el pro-
ceso de instancia. Razona esa conclusión como sigue (FD 
Segundo, in fine): «la Administración aplica un método le-
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dormitorios desde 65.000 euros. Y, a la vista de los precios 
notoriamente rebajados, el recurrente adquirió la vivienda en 
cuestión a un precio de 69.000 euros»], entiende que «el pre-
cio efectivamente pagado por el demandante era el valor de 
mercado en la referida urbanización, cuyos precios fueron re-
duciéndose en un momento de grave crisis económica y ante 
la falta de compradores, hasta llegar a la cifra que consta en 
la escritura de compraventa. Y no habiéndose explicado por 
la Administración autora del acto originario impugnado por 
qué no se aplica dicho valor, limitándose a aplicar el método 
utilizado, se impone la estimación del recurso».

4. La letrada de la Junta de Comunidades de Castilla-La 
Mancha sostiene que la sentencia infringe los artículos 46 
TRITPAJD, referido a la comprobación de valores, 57.1 
(«Comprobación de valores») y 135 LGT («Tasación pericial 
contradictoria») y 158 RGGIT («Medios de comprobación de 
valores»), RGGIT, por tres razones concatenadas: (i) aceptar 
como precio medio en el mercado del inmueble transmitido 
el fijado en una operación concreta de liquidación del stock 
de una inmobiliaria; (ii) hacerlo sobre la base de las meras 
alegaciones efectuadas por el demandante y de los hechos 
notorios concurrentes, y (iii) descartar el valor comprobado 
por la Administración tributaria, pese a que el sujeto pasivo 
no utilizó la tasación pericial contradictoria prevista en el ar-
tículo 135 LGT para evidenciar que el valor comprobado no 
era el valor real del inmueble.

Tercero. 1. El artículo 46 TRITPAJD, en su apartado 1, per-
mite realizar a la Administración tributaria, en todo caso, la 
comprobación del valor real de los bienes transmitidos, y en 
su apartado 2, se limita a establecer que «se llevara a cabo 
por los medios establecidos en el artículo 52 de la Ley Gene-
ral Tributaria (RCL 2003, 2945)».

Este desactualizado reenvío ha de entenderse hecho ahora al 
artículo 57 LGT , precepto que, en su apartado 1 enumera los 
medios de comprobación de valores que puede utilizar la Ad-
ministración tributaria, letras a) a h), además de cualquier otro 
que se determine en la ley propia de cada tributo [letra i)]; en 
su apartado 2, dispone que «La tasación pericial contradictoria 
podrá utilizarse para confirmar o corregir en cada caso las va-
loraciones resultantes de la aplicación de los medios del apar-
tado 1 de este artículo»; en su apartado 3, preceptúa que «Las 
normas de cada tributo regularán la aplicación de los medios 
de comprobación señalados en el apartado 1 de este artículo» 
y, finalmente, en el apartado 4, prevé el procedimiento en el 
que deberá ser realizada la comprobación de valores por la 
Administración tributaria, «a través del procedimiento previsto 
en los artículos 134 y 135 de esta ley , cuando dicha com-
probación sea el único objeto del procedimiento, o cuando se 
sustancie en el curso de otro procedimiento de los regulados 
en el título III, como una actuación concreta del mismo, y en 
todo caso será aplicable lo dispuesto en dichos artículos salvo 
el apartado 1 del artículo 134 de esta ley ».

2. El artículo 135 LGT prevé, por su parte, en el primer 
inciso de su apartado 1, que «[l]os interesados podrán pro-
mover la tasación pericial contradictoria, en corrección de los 
medios de comprobación fiscal de valores señalados en el 
artículo 57 de esta Ley , dentro del plazo del primer recurso 
o reclamación que proceda contra la liquidación efectuada de 
acuerdo con los valores comprobados administrativamente 
o, cuando la normativa tributaria así lo prevea, contra el acto 
de comprobación de valores debidamente notificado».

3.1. Pues bien, dentro de los medios de comprobación de 
valores enumerados en el apartado 1 del artículo 57 LGT dos 
son los que deben ahora centrar nuestra atención, los de las 
letras b) y c):

«b) Estimación por referencia a los valores que figuren en 
los registros oficiales de carácter fiscal.

Dicha estimación por referencia podrá consistir en la apli-
cación de los coeficientes multiplicadores que se determinen 
y publiquen por la Administración tributaria competente, en 
los términos que se establezcan reglamentariamente, a los 
valores que figuren en el registro oficial de carácter fiscal que 
se tome como referencia a efectos de la valoración de cada 
tipo de bienes. Tratándose de bienes inmuebles, el registro 
oficial de carácter fiscal que se tomará como referencia a 
efectos de determinar los coeficientes multiplicadores para 
la valoración de dichos bienes será el Catastro Inmobiliario.

c) Precios medios en el mercado».
3.2. El artículo 158 RGGIT preceptúa, en su apartado 1, 

que «[l]a aplicación del medio de valoración consistente en 
la estimación por referencia a los valores que figuren en los 
registros oficiales de carácter fiscal a que se refiere el artí-
culo 57.1.b) de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria , exigirá que la metodología técnica utilizada para 
el cálculo de los coeficientes multiplicadores, los coeficientes 
resultantes de dicha metodología y el periodo de tiempo de 
validez hayan sido objeto de aprobación y publicación por 
la Administración tributaria que los vaya a aplicar»; y, en su 
apartado 2, que «[c]uando en la comprobación de valores se 
utilice el medio de valoración consistente en precios medios 
de mercado, la Administración tributaria competente podrá 
aprobar y publicar la metodología o el sistema de cálculo uti-
lizado para determinar dichos precios medios en función del 
tipo de bienes, así como los valores resultantes».

3.3. En uno y otro caso, conforme a ese precepto regla-
mentario, en el ámbito de competencias del Estado, la apro-
bación corresponderá al Ministro de Economía y Hacienda 
mediante orden, por lo que, en el ámbito de competencias de 
una Comunidad Autónoma, la aprobación corresponderá al 
Consejero de Economía y Hacienda.

4. En la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha 
se adoptó la Orden de 26/12/2011, de la Consejería de 
Economía y Hacienda, por la que se aprueban las normas 
para la aplicación de los medios de valoración previstos  
en el artículo 57 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre,  
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General Tributaria , a los bienes inmuebles de naturaleza 
urbana en el ámbito de los Impuestos sobre Sucesiones y 
Donaciones y sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados, para el año 2012. [2011/18592] 
(DOCLM, de 30 de diciembre) [«OEHCV»].

El artículo 1 «OEHCV» establece:
«De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 57 de la Ley 

58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria , el valor de 
los bienes inmuebles de naturaleza urbana, a efectos de los 
Impuestos sobre Sucesiones y Donaciones y sobre Trans-
misiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, se 
determinará aplicando los siguientes medios de comproba-
ción en los términos dispuestos en la presente disposición 
en el orden que se indica:
- Estimación por referencia a los valores que figuran en el 

Catastro Inmobiliario.
- Valor asignado para la tasación de las fincas hipotecadas en 

cumplimiento de lo previsto en la legislación hipotecaria.
- Valor asignado a los bienes en las pólizas de contratos de 

seguros.
- Precio, contraprestación pactada o valor declarado corres-

pondiente a otras transmisiones del mismo bien realizadas 
dentro del plazo de un año desde la fecha del devengo.

- Dictamen de peritos de la Administración.
- Cualquier otro medio que se determine en la ley.».

Y el artículo 2 «OEHCV» dispone:
«1. Se aprueban los coeficientes aplicables a los valo-

res del Catastro Inmobiliario para los bienes inmuebles 
de naturaleza urbana, determinados según la metodología 
aprobada mediante Orden de 9-08-2007, de la Conseje-
ría de Economía y Hacienda, por la que se aprueban las 
normas para la aplicación de los medios de valoración 
previstos en el artículo 57.1.b) de la Ley General Tribu-
taria, a los bienes inmuebles de naturaleza urbana en el 
ámbito de los Impuestos sobre Sucesiones y Donaciones 
y sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados.

Los coeficientes aprobados se recogen en el anexo 1 de 
esta orden.

2. El valor de los bienes inmuebles de naturaleza urbana se 
obtendrá multiplicando el valor catastral, vigente en el año en 
el que se produce el devengo de los impuestos citados, por 
el coeficiente asignado en el anexo 1 al municipio donde se 
ubican los inmuebles.

3. En el ámbito de aplicación de los Impuestos sobre Suce-
siones y Donaciones y sobre Transmisiones Patrimoniales y 
Actos Jurídicos Documentados, el valor determinado según 
lo dispuesto en el apartado anterior podrá ser utilizado, entre 
otras, para las actuaciones siguientes:

a) Como medio de comprobación de valor por la Adminis-
tración tributaria, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 57.1.b) de la Ley General Tributaria.

b) Para determinar la base imponible por los interesados 

en las autoliquidaciones de los citados impuestos, con los 
efectos previstos en el artículo 134.1 de la citada Ley.

c) En la información previa sobre el valor de los bienes que 
vayan a ser objeto de adquisición o transmisión, solicitada 
por los obligados tributarios de conformidad con lo estable-
cido en el artículo 90 de la Ley General Tributaria .

4. La estimación por referencia a los valores que figuran en 
el Catastro Inmobiliario no será de aplicación en los siguien-
tes casos: [...]».

5. La Sección Segunda de esta Sala ha examinado en 
las recientes sentencias de 6 de abril de 2017 (casaciones 
888/2016; ES:TS:2017:1358, y 1183/2016; ES:TS:2017:1361) 
comprobaciones de valores realizadas por Administración 
tributaria de la Comunidad Valenciana, utilizando el mismo 
método que en este litigio empleó la Administración tributaria 
de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha. Aun des-
cartando la disconformidad a Derecho de dicho método de 
valoración, advierte que lleva a una comprobación de valores 
objetiva, dado el carácter presuntivo tanto de la determina-
ción del valor catastral como del coeficiente aplicable, y que 
la estimación que resulta sólo puede considerarse válida y 
admisible en tanto en cuanto su aplicación refleje el valor real 
( vid. FFDD Tercero y Cuarto de la primera sentencia, y FFDD 
Segundo y Tercero de la segunda).

6. De esa jurisprudencia se infiere que el sistema de com-
probación del valor utilizado por la Administración tributaria 
de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha podrá 
ser conforme a Derecho, porque no sea fácil defender su 
completa y absoluta ineptitud para determinar el valor real y 
porque el artículo 46 TRITPAJD no lo excluya expresamen-
te, pero el valor que su aplicación determina sólo podrá ser 
considerado válido o admisible en cuanto refleje el valor 
real, por lo que el presente caso de entrada plantea ya la 
siguiente cuestión:

Determinar si la aplicación de un método de comprobación 
del valor real de transmisión de un inmueble urbano consis-
tente en aplicar de un coeficiente multiplicador sobre el valor 
catastral asignado al mismo, para comprobar el valor decla-
rado a efectos del Impuesto sobre Transmisiones Patrimo-
niales y Actos Jurídicos Documentados, permite a la Admi-
nistración tributaria invertir la carga de la prueba, obligando 
al interesado a probar que el valor comprobado obtenido no 
se corresponde con el valor real.

7. . Si la respuesta a esa primera cuestión fuera afirmativa, 
surge una segunda cuestión:

Determinar si, en caso de no estar conforme, el intere-
sado puede utilizar cualquier medio de prueba admitido en 
Derecho o resulta obligado a promover una tasación pericial 
contradictoria para desvirtuar el valor real comprobado por 
la Administración tributaria a través del expresado método, 
habida cuenta de que es el medio específicamente regulado 
para cuestionar el valor comprobado por la Administración 
tributaria en caso de discrepancia.
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8. Si la respuesta a esta segunda cuestión fuera que el inte-
resado puede utilizar cualquier medio de prueba admitido en 
Derecho, sin descartar la posibilidad de considerar probados 
por notoriedad los hechos que a su derecho convengan, to-
davía se plantearía una cuestión más, la tercera:

Determinar si puede ser considerado como precio medio 
de mercado del inmueble urbano transmitido, que refleja su 
valor real, el precio satisfecho por el adquirente en una situa-
ción puntual y excepcional en el mercado local.

9. Las tres cuestiones enunciadas están claramente vincu-
ladas con las tres razones principales que han sido esgrimi-
das por la Junta de Comunidades de Casilla-La Mancha para 
sustentar las infracciones de la sentencia recurrida que de-
nuncia [vid. FJ 2º.4 de esta resolución], y las tres presentan 
interés casacional objetivo para la formación de la jurispru-
dencia, porque son susceptibles de afectar a un gran núme-
ro de situaciones, al trascender del caso concreto objeto del 
proceso [artículo 88.2.c) LJCA ( RCL 1998, 1741)], siendo 
conveniente un pronunciamiento de este Tribunal Supremo 
que las esclarezca.

Cuarto. 1. En virtud de lo dispuesto en el artículo 88.1 LJCA 
(RCL 1998, 1741), en relación con el artículo 90.4 LJCA, pro-
cede admitir este recurso de casación, cuyo objeto serán, por 
presentar interés casacional objetivo para la formación de la 
jurisprudencia, las cuestiones precisadas en los puntos 6, 7 y 
8 del anterior fundamento jurídico de esta resolución.

2. Las normas que, en principio, serán objeto de interpreta-
ción son: el artículo 46 TRITPAJD, en relación con los artícu-
los 57.1, letras b) y c), y 135.1 LGT (RCL 2003, 2945), y con 
el artículo 158, apartados 1 y 2, RGGIT.

Quinto. Conforme a lo dispuesto por el artículo 90.7 LJCA 
(RCL 1998, 1741) , este auto se publicará íntegramente en la 
página web del Tribunal Supremo.

Sexto. Procede comunicar inmediatamente a la Sala de ins-
tancia la decisión adoptada en este auto, como dispone el 
artículo 90.6 LJCA (RCL 1998, 1741), y conferir a las ac-
tuaciones el trámite previsto en los artículos 92 y 93 LJCA, 
remitiéndolas a la Sección Segunda de esta Sala, competente 
para su sustanciación y decisión de conformidad con las re-
glas de reparto.

Por todo lo anterior,
La Sección de Admisión acuerda:
LA SECCIÓN DE ADMISIÓN ACUERDA:
1º) Admitir el recurso de casación RCA/2101/2017, pre-

parado por la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha 
contra la sentencia dictada el 29 de diciembre de 2016 por la 
Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha, en el 
recurso 505/2015.

2º) Las tres cuestiones concatenadas que presentan inte-
rés casacional objetivo para la formación de la jurisprudencia 
son:

PRIMERA. Determinar si la aplicación de un método de 
comprobación del valor real de transmisión de un inmueble 
urbano consistente en aplicar de un coeficiente multiplicador 
sobre el valor catastral asignado al mismo, para comprobar 
el valor declarado a efectos del Impuesto sobre Transmisio-
nes Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, permite 
a la Administración tributaria invertir la carga de la prueba, 
obligando al interesado a probar que el valor comprobado 
obtenido no se corresponde con el valor real.

SEGUNDA. Determinar si, en caso de no estar conforme, 
el interesado puede utilizar cualquier medio de prueba admi-
tido en Derecho o resulta obligado a promover una tasación 
pericial contradictoria para desvirtuar el valor real compro-
bado por la Administración tributaria a través del expresado 
método, habida cuenta de que es el medio específicamente 
regulado para cuestionar el valor comprobado por la Admi-
nistración tributaria en caso de discrepancia.

TERCERA. Determinar si puede ser considerado como pre-
cio medio de mercado del inmueble urbano transmitido, que 
refleja su valor real, el precio satisfecho por el adquirente en 
una situación puntual y excepcional en el mercado local.

3º) Identificar como normas jurídicas que, en principio, se-
rán objeto de interpretación el artículo 46 del texto refundido 
de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y 
Actos Jurídicos Documentados , aprobado por el Real Decre-
to legislativo 1/1993, de 24 de septiembre, en relación con 
los artículos 57.1, letras b ) y c ), y 135.1 de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre ( RCL 2003, 2945 ) , General Tributaria , y 
con el artículo 158, apartados 1 y 2, del Reglamento General 
de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspec-
ción tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los 
procedimientos de aplicación de los tributos, aprobado por 
Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio ( RCL 2007, 1658 ) .

4º) Publicar este auto en la página web del Tribunal Supre-
mo.

5º) Comunicar inmediatamente a la Sala de instancia la de-
cisión adoptada en este auto.

6º) Para su tramitación y decisión, remitir las actuaciones 
a la Sección Segunda de esta Sala, competente de conformi-
dad con las normas de reparto.

(*) Se transcriben a continuación los fundamentos jurídi-
cos de la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de 
Castilla la Mancha de 29 de diciembre de 2016 a la que 
se refiere el auto.

Fundamentos de derecho:

PRIMERO. Para la mencionada comprobación de valores la Administración se 
ha servido, según se dice en la resolución originaria recurrida, del medio de 
comprobación del art. 57.1.b) de la Ley General Tributaria (RCL 2003, 2945) 
(estimación por los valores que figuren en los registros oficiales de carácter fis-
cal), concretamente sobre el valor catastral del inmueble multiplicado por 1,88.
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La parte actora fundamenta su pretensión estimatoria del recurso, en síntesis, 
en que uno de los medios que prevé el art. 57.2 de la LGT es el de los "precios 
medios de mercado", siendo así que la Administración no ha procedido a valorar 
el inmueble por este método porque, de ser así, se hubiera percatado de que el 
recurrente adquirió la vivienda en las correspondientes condiciones de mercado. 
Considera asimismo que la liquidación provisional no está suficientemente mo-
tivada. Tanto la Abogacía del Estado como la representación letrada de la Junta 
de Comunidades de Castilla La Mancha estiman que la resolución recurrida está 
claramente motivada y es conforme a Derecho, por lo que solicitan la desesti-
mación del recurso.
SEGUNDO. En relación con la insuficiente motivación de la liquidación provisio-
nal impugnada, se alega en la demanda que según el art. 134.3 de la LGT ( RCL 
2003, 2945), las propuestas de valoración deben ser motivadas o, lo que es lo 
mismo, deben contener los elementos y hechos que justifiquen el aumento de la 
base imponible. Por su parte, la jurisprudencia señala que la valoración realizada 
por la Administración debe enumerar los elementos de juicio y cálculo que han 
sido tenidos en cuenta para la obtención del valor comprobado. En el caso que 
nos ocupa, la Administración se ha limitado a partir de unos valores catastrales 
tras la aplicación a los mismos de los coeficientes multiplicadores publicados 
por la Consejería de Economía y Hacienda de la Junta de Comunidades de Cas-
tilla-La Mancha, sin hacer una comprobación real de cuál pueda ser el precio 
o valor de la vivienda partiendo de criterios tales como el valor de mercado, el 
valor de zona, el estado real de la vivienda, de la urbanización donde la misma se 
encuentra radicada, etc., lo que causa una evidente indefensión al administrado 
que por no conocer los criterios tenidos en cuenta por la Administración o ser 
estos notoriamente insuficientes, deben suponer la anulación del expediente ad-
ministrativo de comprobación de valores.
Entendemos que dichas alegaciones han de ser desestimadas por cuanto, 

como ya ha dicho esta Sala en reiteradas ocasiones, la Administración aplica un 
método legalmente previsto, y explica al interesado, aunque de forma sucinta, la 
forma en que lo obtuvo, pues en el trámite de alegaciones indicó que la compro-
bación de valores se hacía por el valor comprobado por referencia a los valores 
catastrales a la fecha de devengo del impuesto, con aplicación de los coeficientes 
multiplicadores oficialmente publicados por la Consejería de Economía y Hacien-
da, según lo dispuesto en el art. 57.1 b) de la Ley 58/2003 , General Tributaria.
TERCERO. El art. 57.1 de la Ley General Tributaria ( RCL 2003, 2945 ) establece:
" El valor de las rentas, productos, bienes y demás elementos determinantes de 
la obligación tributaria podrá ser comprobado por la Administración tributaria 
mediante los siguientes medios:
a) Capitalización o imputación de rendimientos al porcentaje que la ley de cada 
tributo señale; b) Estimación por referencia a los valores que figuren en los re-
gistros oficiales de carácter fiscal.
Dicha estimación por referencia podrá consistir en la aplicación de los coefi-
cientes multiplicadores que se determinen y publiquen por la Administración 
tributaria competente, en los términos que se establezcan reglamentariamente, 
a los valores que figuren en el registro oficial de carácter fiscal que se tome como 
referencia a efectos de la valoración de cada tipo de bienes. Tratándose de bienes 
inmuebles, el registro oficial de carácter fiscal que se tomará como referencia 
a efectos de determinar los coeficientes multiplicadores para la valoración de 
dichos bienes será el Catastro Inmobiliario; c)Precios medios en el mercado; d) 
Cotizaciones en mercados nacionales y extranjeros; e) Dictamen de peritos de 
la Administración; f) Valor asignado a los bienes en las pólizas de contratos de 
seguros; g) Valor asignado para la tasación de las fincas hipotecadas en cum-
plimiento de lo previsto en la legislación hipotecaria; h) Precio o valor declarado 
correspondiente a otras transmisiones del mismo bien, teniendo en cuenta las 
circunstancias de éstas, realizadas dentro del plazo que reglamentariamente se 
establezca; i) Cualquier otro medio que se determine en la ley propia de cada 
tributo ".
La parte actora alega que en el conjunto residencial construido sobre la parcela 

de terreno 23.1, 23.2 del S.A.U "EL QUIÑON" de las Normas Subsidiarias del 
municipio de Seseña, la sociedad Altamira Santander Real Estate, S.A., en su 
condición de inmobiliaria del Banco Santander Central Hispano, S.A., se adju-
dica, entre otras, la finca objeto de transmisión. Que tanto la vivienda como el 
resto de los inmuebles edificados sobre la parcela de terreno antedicha, fueron 
construidos con anterioridad a dicha adjudicación por el promotor conocido a 
través de la prensa nacional como "EL POCERO", y ante el impago de las hipote-
cas y créditos concedidos al promotor por parte del mismo, el Banco Santander, 
en su condición de acreedor hipotecario, tuvo necesidad de adjudicarse el refe-
rido inmueble a través de la aludida inmobiliaria, quien, a su vez, transmitió esta 
vivienda al recurrente el 20 de marzo de 2012. Atendiendo a las condiciones del 
mercado, en el año 2012 se produjo por parte de dicha inmobiliaria una rebaja 
drástica de los precios de las viviendas, con la evidente necesidad y finalidad de 
venderlas, siendo la rebaja objeto de divulgación pública y publicidad en la pro-
pia urbanización, vendiéndose las viviendas de tres y cuatro dormitorios desde 
65.000 euros. Y, a la vista de los precios notoriamente rebajados, el recurrente 
adquirió la vivienda en cuestión a un precio de 69.000 euros. 

Es decir, el Banco Santander y su inmobiliaria Altamira decidieron vender las 
viviendas al precio de mercado reinante, ofertando de manera pública los precios 
rebajados, oferta que fue aceptada por los compradores. Por tanto, no nos en-
contramos aquí en un supuesto en que sin la más mínima publicidad o con pu-
blicidad atenuada concurren dos sujetos a la Notaría y se transmite un inmueble 
por un precio que puede ser sospechoso de que coincida con el real. Aquí se está 
hablando de transmisión en bloque por unas condiciones señaladas de manera 
pública que permite deducir que el precio escritura de la vivienda coincide con el 
precio real percibido y abonado por la misma, precio que además coincide con 
los criterios de mercado. Concluye diciendo que la vivienda, que en 2007 hubie-
se costado de 140.000 euros en adelante, su precio fue rebajado a la mitad. En la 
sentencia de 18 de junio de 2013 (PROV 2013, 251351) (recurso 195/2009), he-
mos señalado que la aludida sentencia decíamos que " Así las cosas, los medios 
de comprobación que se establecen en la LGT y en la Ley 17/2005 se establecen 
de forma no jerárquica, sino como opciones posibles todas ellas. 
Pues bien, entendemos que si el actor demuestra, como lo hace, que con unos 

métodos legales de valoración se obtendría un valor notoriamente inferior al 
obtenido por la Administración mediante la aplicación de otros métodos, y más 
próximo al declarado, en tal caso es necesario justificar porqué se aplica uno y 
no el otro. De manera muy particular cuando resulta que el que el método que 
da un resultado inferior es el que en la misma época de la comprobación se 
estaba regulando como de aplicación prioritaria por la Orden de 09/08/2007 de 
la Consejería de Economía y Hacienda de la Junta de Comunidades de Castilla-La 
Mancha, sobre normas para la aplicación de los medios de valoración previstos 
en el art. 57.1.b de la Ley General Tributaria (la Orden se aprobó el 9 de agosto, 
se publicó en el DOCM de 21 y entró en vigor el 22). Al margen de que la Orden 
fuera o no aplicable estrictamente al caso, la misma simplemente viene a refor-
zar la idea de que si por un determinado método se obtiene un resultado inferior 
y más afín al declarado por el sujeto pasivo, habrá que explicar porqué no se 
aplica, máxime cuando tal método era el que por las mismas fechas la Junta 
consideraba prioritario .".
Esta misma Sala y Sección ha tenido ocasión de pronunciarse en relación con 

alegaciones similares a la de autos en sentencias como la que se acaba de men-
cionar. En fechas recientes nos hemos pronunciado sobre el orden de prelación 
de los distintos métodos de comprobación contemplados por el art. 57.1 de la 
LGT, lo que hemos rechazado expresamente en sentencias como las de 2 de 
junio (PROV 2015, 225496) (recurso 2/2015) y 11 de febrero de 2016 (PROV 
2016, 52540) (recurso 465/2013). En dicha sentencia decíamos que puede ob-
servarse que la Ley no establece ningún orden de preferencia entre métodos. 
El art. 17 de la Ley autonómica 17/2005, de 29 de diciembre, de medidas en 
materia de tributos cedidos (ya derogada cuando se verificó el hecho imponible 
de autos y no aplicable al caso) interpretaba correctamente el precepto cuando 
decía que los métodos podrán usarse "indistintamente". Lo que importa es que 
se elija el método que mejor determine el "valor real", que es la base imponible 
del impuesto.
En consecuencia, habiéndose acreditado que la vivienda fue transmitida por 

la referida inmobiliaria, del Banco Santander, entendemos que el precio efecti-
vamente pagado por el demandante era el valor de mercado en la referida ur-
banización, cuyos precios fueron reduciéndose en un momento de grave crisis 
económica y ante la falta de compradores, hasta llegar a la cifra que consta en la 
escritura de compraventa.
Y no habiéndose explicado por la Administración autora del acto originario 

impugnado por qué no se aplica dicho valor, limitándose a aplicar el método 
utilizado, se impone la estimación del recurso.
CUARTO. En cuanto a las costas de esta instancia, y por aplicación del artículo 
139 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-administrativa , procede su impo-
sición a la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha y a la Administración 
General del Estado, por mitades, a la vista del criterio legal de vencimiento.
Vistos los artículos citados, sus concordantes y demás de general y pertinente 
aplicación,

F A L L A M O S:
1 Estimamos el recurso contencioso-administrativo planteado. 
2 Anulamos la resolución impugnada. 
3 Confirmamos expresamente el valor declarado por el interesado y su autoli-
quidación. 
4 Imponemos las costas a la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha y a la 
Administración General del Estado, por mitad.
Notifíquese, con indicación de que contra la presente sentencia cabe recurso de 

casación para ante la Sala 3ª del Tribunal Supremo, que habrá de prepararse por 
medio de escrito presentado ante esta Sala en el plazo de treinta días, contados 
desde el siguiente al de su notificación, estando legitimados para ello quienes 
hayan sido parte en el proceso, o debieran haberlo sido, debiendo hacerse men-
ción en el escrito de preparación al cumplimiento de los requisitos señalados en 
el art. 89.2 de la LJCA (RCL 1998, 1741).
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DIRECCIÓN GENERAL DE LOS REGISTROS Y DEL 
NOTARIADO 

Sujeto pasivo del Impuesto sobre Actos Jurídicos Documentados en los 
préstamos hipotecarios: Resolución de 24 de mayo de 2017

FUNDAMENTOS DE DERECHO
Vistos los artículos 1255 y 1875 del Código Civil; 12, 18, 324 
y 326 de la Ley Hipotecaria; 32, 37, 317, 319, 394, 398, 559, 
561, 685 y 695 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 7 y 8 de la 
Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre condiciones generales de la 
contratación; 80, 82, 83, 84, 85, 86, 87 y 89 del Real Decreto 
Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprue-
ba el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias; 8, 
15, 29, 31 y 45 del Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de 
septiembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 
del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Ju-
rídicos Documentados; 68 del Real Decreto 828/1995, de 29 
de mayo, por el que se aprueba el Reglamento del Impuesto 
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Docu-
mentados; 20 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del 
Impuesto sobre el Valor Añadido; la Directiva 93/13/CEE del 
Consejo, de 5 de abril de 1993, sobre las cláusulas abusivas 
en los contratos celebrados con consumidores; la Directiva 
2014/17/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de 
febrero de 2014, sobre los contratos de crédito celebrados 
con los consumidores para bienes inmuebles de uso resi-
dencial y por la que se modifican las Directivas 2008/48/CE y 
2013/36/UE y el Reglamento (UE) n.º 1093/2010; las Senten-
cias del Tribunal Supremo de 19 y 23 de noviembre de 2001, 
24 de junio de 2002, 14 de mayo y 20 de octubre de 2004, 20 
de enero, 27 de marzo y 29 de junio de 2006, 4 de julio, 7 de 
octubre y 12 de diciembre de 2008, 16 de diciembre de 2009, 
10 de marzo de 2010, 25 de noviembre de 2011, 18 de junio, 
20 de julio y 4 de noviembre de 2012, 9 de mayo y 13 de 
septiembre de 2013, 26 de mayo, 30 de junio y 8 de septiem-
bre de 2014, 25 de marzo, 22 de abril y 23 de diciembre de 
2015 y 18 de febrero y 3 de junio de 2016; las Sentencias del 
Tribunal Constitucional de 18 de enero y 24 de mayo de 2005, 
y las Resoluciones de la Dirección General de Registros y del 
Notariado de 22 de julio de 1996, 2 de octubre de 1998, 20 de 
mayo de 2000, 22 de marzo de 2001, 16 de febrero de 2005, 
5, 17 y 18 de marzo de 2008, 14 de abril y 1 de octubre de 

2010, 18 y 26 de enero y 8 de junio de 2011, 23 de enero y 
20 de julio de 2012, 1 de agosto de 2014, 30 de marzo, 28 
de abril, 24 de septiembre y 23 de diciembre de 2015 y 18 de 
febrero, 9 de marzo y 19 de octubre de 2016.
1.	El presente expediente se refiere a una escritura de prés-

tamo hipotecario entre un acreedor entidad de crédito y 
unos prestatarios personas físicas consumidoras, y en el 
que la finca gravada es una vivienda que constituye su 
domicilio habitual.

Debe recordarse que, de conformidad con los artícu-
los 324 y 326 de la Ley Hipotecaria y la doctrina de este 
Centro Directivo (cfr. Resoluciones de 16 de febrero de 
2005, 5, 17 y 18 de marzo de 2008 y 1 de agosto de 2014, 
entre otras), el objeto del expediente de recurso contra 
calificaciones de registradores de la Propiedad y Mercantil 
es exclusivamente la determinación de si la calificación 
negativa realizada por el registrador titular del Registro 
en que debe inscribirse el negocio celebrado es o no ajus-
tada a Derecho tanto formal como sustantivamente; no 
pudiendo entrar a valorar otros posibles defectos que pu-
diera contener la escritura, ni tampoco aquellos defectos 
puestos de manifiesto en el nota de calificación que no 
hubieran sido objeto de impugnación, o aquellos respecto 
a los que, aun habiendo sido recurridos, el registrador ha 
procedido a rectificar la calificación y acceder a su inscrip-
ción en el informe.

En este caso, se ha recurrido únicamente el rechazo de la 
cláusula financiera quinta de «gastos», en cuanto a la impo-
sición a la parte prestataria de la obligación de pago del Im-
puesto de Actos Jurídicos Documentados derivado del prés-
tamo hipotecario, y la imposición, igualmente al deudor de 
las costas procesales y honorarios de abogado y procurador.

La estipulación quinta de la escritura es del siguien-
te tenor: «Quinta: Gastos a cargo de la parte prestataria 
Serán de cuenta de la parte prestataria todos los gastos 
futuros, o pendientes de pago siguientes: a) Gastos de 
tasación y comprobación registral del inmueble hipo-
tecado realizados con carácter previo a la firma de esta 
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escritura, b) Aranceles notariales y registrales relativos  
a la formalización del préstamo y constitución (incluidos 
los de la expedición de la primera copia de la presente es-
critura para la entidad y en su caso, los derivados de los 
documentos acreditativos de las disposiciones), modifica-
ción o cancelación de la hipoteca, incluidas las comisiones 
y gastos derivados del otorgamiento de la carta de pago 
c) Impuestos devengados por esta operación, salvo en el 
caso de préstamos formalizados en consumidores, en los 
que se excluirán los impuestos que por ley resulte sujeto 
pasivo la entidad d) Gastos de gestoría por la tramitación 
de la escritura ante el Registro de la Propiedad y la oficina 
liquidadora de impuestos e) Los derivados de la conser-
vación y seguro de daños del inmueble hipotecado f) Los 
derivados del seguro de vida de la parte prestataria, caso 
de que se hubiere pactado la obligación de contratarlo 
para obtener el préstamo en las presentes condiciones g) 
Gastos de correo, según las tarifas oficiales aplicables en 
cada momento h) Cualquier otro gasto que corresponda 
a la efectiva prestación de un servicio, relacionado con el 
préstamo, que no sea inherente a la actividad de la entidad 
dirigida a la concesión o administración del préstamo».

2.	En cuanto a la cláusula de imputación del pago de «los im-
puestos que devengue la operación de préstamo» al pres-
tatario, salvo los que, tratándose de consumidores, «por 
ley resulte sujeto pasivo la entidad crediticia», es cierto 
que, como señala el registrador de la Propiedad en su nota 
de calificación, la sentencia del Tribunal Supremo de 23 de 
diciembre de 2015 (haciéndose eco de la Sentencia del Tri-
bunal Supremo de 25 de noviembre de 2011), afirma que 
es aplicable a la misma lo dispuesto en el artículo 89.3, 
letra c), de la Ley General para la Defensa de los Consumi-
dores y Usuarios, que califica como cláusulas abusivas y, 
por tanto, nulas «las estipulaciones que impongan al con-
sumidor el pago de tributos en los que el sujeto pasivo es 
el empresario».

A este respecto el artículo 8 del texto refundido de la 
Ley del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y 
Actos Jurídicos Documentados -Real Decreto Legislativo 
1/1993, de 24 de septiembre- dispone que «estará obli-
gado al pago del Impuesto a título de contribuyente, y 
cualesquiera que sean las estipulaciones establecidas por 
las partes en contrario: (…) c) En la constitución de de-
rechos reales, aquél a cuyo favor se realice este acto. d) 
En la constitución de préstamos de cualquier naturaleza, 
el prestatario», añadiendo el artículo 15.1 de dicho texto 
refundido que «la constitución de las fianzas y de los de-
rechos de hipoteca, prenda y anticresis, en garantía de un 
préstamo, tributaran exclusivamente, por el concepto de 
préstamo»; lo que parece postular por la legalidad de la 
cláusula discutida, por ser sujeto pasivo el prestatario al 
constituir el único hecho imponible el préstamo.

	 No obstante, el Alto Tribunal -Sala Civil-, en la citada 

Sentencia, siguiendo el criterio de la Sala Contencioso-
administrativa, considera, en primer lugar, que la exención 
de tributación, a efectos del Impuesto de Transmisiones 
Patrimoniales Onerosas, del otorgamiento de préstamos 
cualquiera que sea la forma en que se instrumente (artí-
culo 45.I.B.15 del texto refundido de la Ley del Impues-
to sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados), o la no sujeción por tal concepto de los 
préstamos sujetos al Impuesto sobre el Valor Añadido -los 
concedidos por entidades financieras- que también están 
exentos de este impuesto (artículo 20.Uno.18.ºc de la Ley 
del Impuesto sobre el Valor Añadido), conduce a su tribu-
tación por el concepto de Actos Jurídicos Documentados, 
al reunir las escrituras de préstamos hipotecarios todos 
los requisitos que recoge el artículo 31.2 de la norma tri-
butaria de referencia, es decir, tratarse de una escritura 
notarial, tener por objeto una cantidad o cosa valorable 
económicamente, y referirse a un acto o contrato sujeto a 
inscripción en el Registro de la Propiedad.

	 Pero a continuación argumenta que, como el artí-
culo 29 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documen-
tados indica que será sujeto pasivo del impuesto por el 
concepto tributario de Actos Jurídicos Documentados «el 
adquirente del bien o derecho y, en su defecto, las per-
sonas que insten o soliciten los documentos notariales, 
o aquellos en cuyo interés se expidan», la entidad pres-
tamista no queda al margen de los tributos que pudieran 
devengarse con motivo de la operación mercantil, sino 
que, al menos en lo que respecta al impuesto sobre actos 
jurídicos documentados, será sujeto pasivo en lo que se 
refiere a la constitución del derecho (en cuanto adquirente 
del derecho real de hipoteca que es lo que verdaderamente 
se inscribe) y, en todo caso, porque las copias autorizadas 
se expiden a su instancia y es la principal interesada en la 
inscripción de la garantía hipotecaria. Este interés princi-
pal en la documentación e inscripción de la escritura de 
préstamo con garantía hipotecaria se materializa, según el 
Tribunal Supremo -Sala Civil-, en que permite al presta-
mista obtener un título ejecutivo (artículo 517 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil), constituye la garantía real (artículos 
1875 del Código Civil y 2.2.º de la Ley Hipotecaria) y ad-
quiere la posibilidad de ejecución especial (artículo 685 de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil).

3.	Ahora bien, constituye una constante y reiterada doctrina 
de la citada Sala Primera (Sentencias de 29 de junio de 
2006, 7 de octubre del 2008, 20 de julio y 4 de noviembre 
de 2012 y 18 de mayo de 2016, entre otras) el criterio de 
que no corresponde a la jurisdicción civil entrar a conocer 
sobre la aplicabilidad o la procedencia de un impuesto de-
terminado, el sujeto pasivo del mismo, su base imponible 
o el tipo aplicable, concurriendo en tales casos una falta de 
jurisdicción (artículo 37 de la Ley de Enjuiciamiento Civil), 
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ya que el conocimiento de tales cuestiones está reservado 
legalmente a la Administración Tributaria, y en su caso a la 
jurisdicción contencioso-administrativa. Por excepción, la 
jurisdicción civil es competente cuando de lo que se trata 
es meramente de obtener el cumplimiento de la obligación 
que una parte contrajo en un contrato, lo que integra una 
cuestión de naturaleza estrictamente civil.

Pues bien, en cuanto al sujeto pasivo en el concepto im-
positivo de Actos jurídicos Documentados, el artículo 68 
del Reglamento del Impuesto sobre Transmisiones Patri-
moniales y Actos Jurídicos Documentados -Real Decreto 
828/1995, de 29 de mayo- establece en su artículo 68, que 
«será sujeto pasivo el adquirente del bien o derecho y, en 
su defecto, las personas que insten o soliciten los docu-
mentos notariales, o aquellos en cuyo interés se expidan», 
añadiendo en su párrafo segundo que «cuando se trate 
de escrituras de constitución de préstamo con garantía 
se considerará adquirente al prestatario», lo que lleva a 
concluir que también por el concepto de Actos Jurídicos 
Documentados, el sujeto pasivo es el prestatario.

Así se ha manifestado la jurisprudencia de la Sala com-
petente del Tribunal Supremo, la Sala Tercera (Sentencias 
de 19 y 23 de noviembre de 2001, 24 de junio de 2002, 14 
de mayo y 20 de octubre de 2004 y 20 de enero y 27 de 
marzo de 2006, entre otras), que señala reiteradamente que 
la constitución de un préstamo hipotecario por una entidad 
de crédito está sujeta al Impuesto sobre Actos Jurídicos Do-
cumentados, y que conforme a la legislación fiscal el sujeto 
pasivo es el prestatario, por entender que el «derecho» a 
que se refiere el precepto (artículo 29 del texto refundido 
de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales 
y Actos Jurídicos Documentados) es el préstamo mismo, 
aunque se encuentre garantizado con hipoteca.

Este criterio, lo justifica la Sala de lo Contencioso-ad-
ministrativo del Tribunal Supremo, en que el requisito del 
Impuesto sobre Actos Jurídicos Documentados, referido 
a que las escrituras o actas notariales contengan actos o 
contratos inscribibles en el Registro de la Propiedad, está 
refiriéndose, indisolublemente, tanto al préstamo como a 
la hipoteca, es decir, que si se aplica la norma según la cual 
en la constitución de hipoteca en garantía de un préstamo, 
la tributación se hace exclusivamente por el concepto de 
préstamo, el sujeto pasivo sigue siendo el adquirente del 
bien o derecho que constituye el hecho imponible, o sea, 
el adquirente del préstamo, que es el prestatario. Por ello 
concluye dicha Sala Tercera que la cláusula de la que tra-
tamos, atribución al deudor hipotecario del pago del Im-
puesto sobre Actos Jurídicos Documentados, no vulnera 
el artículo 89.3.c) de la Ley General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios, ya que la misma no produce un 
desplazamiento de la carga tributaria que debía soportar 
por ley el profesional hacia el consumidor ya que éste no 
tiene el carácter de sujeto pasivo.

Esta doctrina de la Sala Contencioso-administrativa del 
Tribunal Supremo ha sido seguida, apartándose del crite-
rio recogido en la Sentencia del Tribunal Supremo de 23 de 
diciembre de 2015, con posterioridad a la misma, por di-
versas Salas Civiles de Audiencias Provinciales, de lo que 
son ejemplos las sentencias de las Audiencias Provinciales 
de Madrid de 9 de junio de 2016 y de Oviedo de 25 de 
noviembre de 2016.

Por último, debe señalarse que, a este respecto, que 
el Auto número 24/2005, de 18 de enero, del Pleno del 
Tribunal Constitucional (reiterado por la Sentencia núme-
ro 223/2005, de 24 de mayo) resolvió negativamente la 
posible inconstitucionalidad del citado artículo 68.2.º del 
Reglamento del Impuesto sobre Transmisiones Patrimo-
niales y Actos Jurídicos Documentados, declarando, en-
tre otras cosas, que «es una opción de política legislativa 
válida desde el punto de vista constitucional que el sujeto 
pasivo de la modalidad de «actos jurídicos documenta-
dos» lo sea el mismo que se erige como sujeto pasivo del 
negocio jurídico principal (en el impuesto sobre el valor 
añadido o en el impuesto sobre transmisiones patrimo-
niales y actos jurídicos documentados), tanto cuando se 
trata de préstamos con constitución de garantías (aunque 
la operación haya sido declarada exenta en ambos impues-
tos), como cuando se trata de constitución de garantías en 
aseguramiento de una deuda previamente contraída, pues 
en ambos supuestos se configura como obligado tributa-
rio de aquella modalidad impositiva a la persona que se 
beneficia del negocio jurídico principal: en el primer caso, 
el prestatario (el deudor real); en el segundo supuesto, el 
acreedor real (el prestamista)».

En consecuencia, dada la asignación legal de competen-
cias jurisdiccionales y la constitucionalidad del artículo 68 
del Reglamento del Impuesto sobre Transmisiones Patri-
moniales y Actos Jurídicos Documentados antes expuesta, 
este Centro Directivo se ha de inclinar por la legalidad y 
no abusividad de la cláusula que nos ocupa, máxime si 
se tiene en cuenta, como se indica en el recurso, que aun 
cuando fuera otro el criterio legal o jurisprudencial, el te-
nor literal de la cláusula cuya inscripción se suspende, en 
lo que se refiere a los gastos derivados del pago de im-
puestos, indica expresamente que: «Serán de cuenta de la 
parte prestataria todos los gastos futuros, o pendientes de 
pago siguientes: (...) c) Impuestos devengados por esta 
operación, salvo en el caso de préstamos formalizados con 
consumidores, en los que se excluirán los impuestos que 
por ley resulte sujeto pasivo la entidad (...)», por lo que 
dicha cláusula no traslada al prestatario ningún gasto que 
corresponda asumir al banco, puesto que expresamente 
se indica en la misma que, en el caso de consumidores, no 
serán de cuenta de la parte prestataria los gastos deriva-
dos de impuestos de los que por ley el sujeto pasivo sea la 
entidad acreedora.
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La alegación del registrador de la Propiedad califican-
te en su informe de que la redacción de la letra c) de la 
cláusula adolece de ambigüedad, ya que sólo refiere a im-
puestos devengados por préstamos, por lo que no queda 
claro si incluye o no el Impuesto sobre Actos Jurídicos 
Documentados, debe ser rechazada ya que como se ha 
expuesto anteriormente, el hecho imponible tanto por el 
concepto de transmisiones patrimoniales onerosas como 
por el concepto de Actos Jurídicos Documentados debe 
entenderse referenciado al préstamo y no a la hipoteca. 
Otra podría ser la solución si se hubiere señalado, como 
defecto suspensivo de la inscripción, la falta de transpa-
rencia objetiva de dicha cláusula por su carácter meramen-
te declarativo, sin una concreción referida a lo que ocurre 
realmente en el contrato que se formaliza, que informe 
adecuadamente al consumidor de las obligaciones que 
verdaderamente asume; pero al no haber sido así, no pro-
cede entrar a valorar en este expediente las consecuencias 
de esta circunstancia.

4.	En cuanto a los gastos pre-procesales, procesales o de 
otra naturaleza, derivados del incumplimiento por la parte 
prestataria de su obligación de pago, señala el Alto Tribu-
nal, en la repetida Sentencia de 23 de diciembre de 2015, 
que los gastos del proceso están sometidos a una estricta 
regulación legal, recogida en los artículos 394 y 398 de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil, para los procesos declara-
tivos, y en los artículos 559 y 561 de la misma Ley, para 
los procesos de ejecución. Tales normas, sigue diciendo 
el Tribunal Supremo, se fundan básicamente en el princi-
pio del vencimiento, y en el caso concreto de la ejecución, 
las costas se impondrán al ejecutado cuando continúe 
adelante el despacho de ejecución; pero también podrán 
imponerse al ejecutante cuando se aprecie algún defecto 
procesal no subsanable o que no se haya subsanado en 
el plazo concedido al efecto (artículo 559.2 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil), o cuando se estime algún motivo de 
oposición respecto del fondo (artículo 561.2 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil); y cuando la estimación sea parcial, 
cada parte deberá hacer frente a las costas devengadas a 
su instancia.

Por consiguiente, la atribución al prestatario en todo caso 
de las costas procesales no solo infringe normas procesales 
de orden público, lo que comportaría ya su nulidad confor-
me a los artículos 86 de la Ley General para la Defensa de 
los Consumidores y Usuarios y 8 de la Ley sobre condicio-
nes generales de la contratación, sino que introduce un des-
equilibrio en la posición de las partes, al hacer recaer a todo 
trance las consecuencias de un proceso sobre una de ellas, 
la parte más débil, sin tener en cuenta ni la procedencia legal 
de la reclamación o las consecuencias de la oposición a la 
reclamación, ni tampoco las facultades de moderación en 
su aplicación que la Ley reconoce al Tribunal cuando aprecie 
serias dudas de hecho o de derecho.

Por último, respecto a la imputación al cliente-prestata-
rio de los aranceles de procurador y honorarios de aboga-
do contratados por la entidad prestamista, incluso cuan-
do su intervención no sea preceptiva, la citada sentencia 
considera que esta estipulación contraviene claramente el 
artículo 32.5 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, que excluye 
tales gastos de la eventual condena en costas, salvo que 
el tribunal aprecie temeridad o que el domicilio de la parte 
representada o defendida en juicio esté en un lugar distinto 
a aquel en que se ha tramitado el juicio. Por lo que el Tri-
bunal Supremo señala que «además de la falta de recipro-
cidad entre los derechos y obligaciones de las partes y la 
dificultad para el consumidor de valorar las consecuencias 
por desconocer en el momento de la firma del contrato el 
cúmulo de actuaciones en las que eventualmente podría 
valerse la entidad contratante de tales profesionales sin ser 
preceptivo (actos de conciliación, procedimiento monito-
rio, juicio verbal en reclamación de cantidad inferior a la 
establecida legalmente...), lo que de por sí sería suficiente 
para considerar la cláusula como abusiva, resulta correcta 
la declaración de nulidad de la misma, conforme a los artí-
culos 86 LGDCU y 8 LCGC».

Frente a estos argumentos, en el recurso se señala, que 
la cláusula quinta analizada, en ningún momento hace 
referencia alguna a la atribución a la parte prestataria de 
ninguno de los gastos procesales mencionados por el re-
gistrador, ya sean las costas procesales propiamente di-
chas, ya sean los honorarios de abogado y procurador. La 
simple lectura de la citada cláusula basta para comprobar 
la realidad de la afirmación del recurrente, por lo que tam-
bién en este punto debe revocarse la nota de calificación 
registral, aunque la propia inexistencia de esa atribución 
de gastos impide la constancia de circunstancia alguna en 
la inscripción por dicho concepto.

Por todo lo cual, aun concurriendo todos los presu-
puestos de aplicación de la normativa de consumidores, 
esta Dirección General ha acordado estimar el recurso y 
revocar la nota de calificación en cuanto a los extremos 
recurridos.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pue-
den recurrir mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil 
de la capital de la Provincia del lugar donde radica el in-
mueble en el plazo de dos meses desde su notificación, 
siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello 
conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la 
Ley Hipotecaria.
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DIRECCIÓN GENERAL DE LOS REGISTROS Y DEL 
NOTARIADO 

Cierre registral: Resolución de 12 de junio de 2017

FUNDAMENTOS DE DERECHO
Vistos los artículos 254, 255, 258.7 y 323 de la Ley Hipo-
tecaria; 127 del Reglamento Hipotecario; 54 del Real De-
creto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre, por el que 
se aprueba el Texto refundido de la Ley del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documenta-
dos; 98 del Real Decreto 828/1995, de 29 de mayo, por el 
que se aprueba el Reglamento del Impuesto sobre Trans-
misiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, 
y las Resoluciones de la Dirección General de los Registros 
y del Notariado de 23 de julio de 1998, 5 de noviembre de 
2013, 5 de marzo y 28 de agosto de 2015, 7 de enero,11 y 
26 de abril, 4 de julio, 19 de septiembre y 19 de octubre de 
2016 y 20 de abril y 24 de mayo de 2017.
1.	Según la calificación objeto del presente recurso, el re-

gistrador deniega la inscripción del testimonio de una 
sentencia en la que se la adquisición de una vivienda por 
prescripción extraordinaria, por no justificarse la presen-
tación del documento en la oficina liquidadora compe-
tente.

2.	Establece el artículo 254.1 de la Ley Hipotecaria que «nin-
guna inscripción se hará en el Registro de la Propiedad 
sin que se acredite previamente el pago de los impuestos 
establecidos o que se establecieren por las leyes, si los 
devengare el acto o contrato que se pretenda inscribir».

Este precepto no es sino la reproducción en el ámbito 
de la legislación registral de lo dispuesto con carácter 
general en el artículo 54 del texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Ju-
rídicos Documentados, conforme al cual: «1. Ningún do-
cumento que contenga actos o contratos sujetos a este 
impuesto se admitirá ni surtirá efecto en Oficina o Regis-
tro Público sin que se justifique el pago de la deuda tribu-
taria a favor de la Administración Tributaria competente 
para exigirlo, conste declarada la exención por la misma 
o cuando menos la presentación en ella del referido do-
cumento (...) La justificación del pago o en su caso de la 
presentación del referido documento se hará mediante la 

aportación en cualquier soporte del original acreditativo 
del mismo o de copia de dicho original».

Esta última disposición se desarrolla por los artículos 
122 y 123 del Reglamento del Impuesto sobre Transmi-
siones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, 
aprobado por el Real Decreto 828/1995, de 29 de mayo, 
y en el último de tales preceptos reglamentarios se deja 
a «salvo lo previsto en la legislación hipotecaria», lo que 
supone que será posible sin necesidad de tal justifica-
ción la práctica del asiento de presentación tal como pre-
viene expresamente el artículo 255 de la Ley Hipotecaria.

La doctrina mantenida por este Centro Directivo sobre 
el cumplimiento de tales requisitos tributarios, como ya 
se indicó, entre otras, en la reciente Resolución de 20 
de abril de 2017, puede resumirse del siguiente modo: 
el registrador, ante cualquier operación jurídica cuya 
registración se solicite, no sólo ha de calificar su vali-
dez y licitud, sino decidir también si se halla sujeto o 
no a impuestos; la valoración que haga de este último 
aspecto no será definitiva en el plano fiscal, pues no le 
corresponde la competencia liquidadora respecto de los 
diversos tributos; no obstante, será suficiente bien para 
acceder, en caso afirmativo, a la inscripción sin necesi-
dad de que la Administración Tributaria ratifique la no 
sujeción, bien para suspenderla en caso negativo, en 
tanto no se acredite adecuadamente el pago, exención, 
prescripción o incluso la no sujeción respecto del im-
puesto que aquél consideró aplicable, de modo que el re-
gistrador, al solo efecto de decidir la inscripción, puede 
apreciar por sí la no sujeción fiscal del acto inscribible, 
evitando una multiplicación injustificada de los trámites 
pertinentes para el adecuado desenvolvimiento de la ac-
tividad jurídica registral.

Ahora bien, no concurriendo circunstancias de rea-
lización de especial tarea de cooperación con la Admi-
nistración de Justicia (Resolución de 21 de diciembre 
de 1987) ni resultando supuestos de expresa no su-
jeción al Impuesto (apartados 2 a 4 del artículo 104  
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del texto refundido de la Ley Reguladora de las Hacien-
das Locales) o de clara causa legal de exención fiscal –
como ocurre en la aceptación de una hipoteca unilateral 
efectuada por la Tesorería General de la Seguridad Social  
(Resolución de 23 de abril de 2007)–, imponer al regis-
trador la calificación de la sujeción o no al Impuesto de 
ciertos actos contenidos en la escritura supondría obli-
garle a realizar inevitablemente declaraciones tributarias 
que (aunque sea con los limitados efectos de facilitar el 
acceso al Registro de la Propiedad) quedan fuera del ám-
bito de la competencia reconocida a este Centro Directi-
vo, de modo que, aunque es posible que el registrador 
aprecie la no sujeción de determinado acto a las obliga-
ciones fiscales, ha de tenerse en cuenta que si para sal-
var su responsabilidad exigiere la correspondiente nota 
de pago, exención, prescripción o no sujeción, habrán 
de ser los órganos tributarios competentes los que po-
drán manifestarse al respecto al recibir la comunicación 
impuesta por Ley, sin que corresponda a esta Dirección 
General el pronunciarse, a no existir razones superior a 
no existir razones superiores para ello (por ejemplo, cfr. 
artículo 118 de la Constitución) o tratarse de un supuesto 
en el que se esté incurriendo en la exigencia de un trámite 
desproporcionado que pueda producir una dilación inde-
bida (vid., por todas, las recientes Resoluciones de 3 y 10 
de octubre y 27 de noviembre de 2014).

Esta cierta flexibilización del rigor normativo descan-
sa, por tanto, en el conocimiento, aceptación y asunción 
por parte de registrador del supuesto de no sujeción al 
impuesto correspondiente, sin perjuicio de que, en caso 
de duda o cuando no se aprecien dichas circunstancias, 
se impida el despacho del título si no se han cumplido 
con los deberes de declaración o autoliquidación por par-
te del sujeto pasivo previstos en la legislación tributaria 
aplicable a cada caso.

3.	En definitiva y conforme a lo anteriormente expuesto, en 
los casos en que sea evidente la no sujeción o la exención, 
podrá, bajo su responsabilidad el registrador permitir el 
despacho del título sin acreditar la debida autoliquida-
ción o declaración, y si bien dicha valoración, como se ha 
dicho, no será definitiva en el plano fiscal, será suficien-
te para acceder a la inscripción sin necesidad de que la 
Administración Tributaria ratifique la no sujeción o exen-
ción. En este sentido se pronuncia la reciente Resolución 
de 24 de mayo de 2017 para el caso de presentación una 
instancia privada en la que se solicita la cancelación de 
una condición resolutoria alegando la caducidad del artí-
culo 82 de la Ley Hipotecaria.

Por el contrario, cuando se trate de un acto sujeto o 
cuya sujeción sea dudosa, como sucedía en el supuesto 
de la Resolución de 20 de abril de 2017 antes invoca-
da para el caso de una escritura subsanatoria a la que 
se incorporó testimonio de una escritura de fusión, el 

registrador deberá impedir el despacho del título si no 
se han cumplido con los deberes de declaración o au-
toliquidación por parte del sujeto pasivo previstos en la 
legislación tributaria aplicable a cada caso, debiendo ser 
la administración tributaria quien, a la vista de lo alegado 
por el interesado, confirme la no sujeción o exención.

4.	En el supuesto de este expediente, la recurrente alega la 
no sujeción de la prescripción adquisitiva al pago del Im-
puesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurí-
dicos Documentados puesto que así se ha señalado en la 
consulta vinculante de fecha 16 de diciembre de 2015, de 
la Secretaría de Estado de Hacienda, Dirección General de 
Tributos. En efecto, dicha consulta, que hace referencia 
a una sentencia recaída en juicio declarativo que recono-
ció adquirido el dominio por prescripción adquisitiva, se 
contesta indicando que siendo la usucapión una adqui-
sición originaria no hay transmisión por lo que no está 
sujeta a la modalidad de transmisiones patrimoniales del 
impuesto, y que siendo la sentencia que la reconoce un 
documento judicial tampoco está sujeta a la modalidad 
de actos jurídicos documentados. Pero esta cuestión de 
la tributación de la usucapión no ha sido pacífica ni en la 
jurisprudencia ni en la propia doctrina de la Dirección Ge-
neral de Tributos que en consultas vinculantes V0735-11 
de 23 de marzo de 2011 y V2177-12 de 14 de noviembre 
de 2011 resolvió en sentido contrario entendiendo que 
el reconocimiento de dominio que va implícito en la de-
claración de adquisición debía ser objeto de tributación.

Por lo tanto, conforme a lo anteriormente expuesto, 
esta situación no puede desvirtuar el principio básico an-
tes señalado en los artículos 254 de la Ley Hipotecaria 
y 54 del Texto refundido de la Ley del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Docu-
mentados, y en el artículo 122 del Real Decreto 828/1995, 
de 29 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento del 
Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Ju-
rídicos Documentados, que imponen un cierre absoluto a 
los documentos que incluyan actos o negocios jurídicos 
que supongan una de las variedades de hechos imponi-
bles previstos en la ley impositiva mencionada, con la 
excepción de la extensión del asiento de presentación 
y que expresamente imponen la obligación de la previa 
presentación ante la administración tributaria para prac-
ticar inscripciones en el Registro de la Propiedad.

En consecuencia esta obligación formal impone al re-
gistrador, como regla general conforme ha quedado ex-
puesto, exigir la previa presentación del documento en 
la oficina liquidadora competente aun cuando se alegue 
exención o no sujeción, por lo que el defecto debe con-
firmarse.

Todo ello sin perjuicio de que la interesada pueda 
presentar el documento en la correspondiente oficina 
liquidadora sin ingresar cuota, alegando la no sujeción 
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y posibilitando de esta forma la inscripción, ya que será 
el órgano tributario competente quien deberá apreciar la 
aplicación de resolución vinculante de la Dirección Gene-
ral de Tributos alegada. En consecuencia, esta Dirección 
General ha acordado desestimar el recurso y confirmar la 
nota de calificación del registrador.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pue-
den recurrir mediante demanda ante el Juzgado de lo Ci-
vil de la capital de la Provincia del lugar donde radica el 
inmueble en el plazo de dos meses desde su notificación, 
siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo 
ello conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 
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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL: Impuesto sobre el 
Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza 
Urbana  

Sentencia de inadmisión de cuestión de inconstitucionalidad de 11 de 
mayo de 2017

FUNDAMENTOS JURÍDICOS

1. El Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 22 de 
Madrid ha planteado una cuestión en relación con los artícu-
los 107 y 110.4 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de 
marzo (RCL 2004, 602 y 670), por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley reguladora de las haciendas locales (en 
lo sucesivo, LHL (RCL 1988, 2607 y RCL 1989, 1851)), por 
posible infracción del principio de igualdad (art. 14 CE (RCL 
1978, 2836)) y del principio de capacidad económica (art. 
31 CE).

Antes de entrar a dar respuesta a las cuestiones que se 
plantean en el presente proceso constitucional es necesario 
revisar previamente si se han cumplido los requisitos pro-
cesales exigidos por el artículo 35 LOTC (RCL 1979, 2383), 
teniendo en cuenta a estos efectos, de un lado, que dicha 
concurrencia puede no sólo ser examinada en el trámite de 
admisión previsto en el artículo 37 LOTC, sino también en la 
Sentencia que ponga fin al proceso constitucional (por todas, 
SSTC 254/2015, de 30 de noviembre (RTC 2015, 254), FJ 2; 
175/2016, de 17 de octubre (RTC 2016, 175), FJ 2, y 26/2017, 
de 16 de marzo [sic] (RTC 2017, 26), FJ 1); y, de otro, que 
entre aquellos requisitos, el denominado juicio de relevancia, 
en tanto que afecta a los presupuestos de admisión, permite 
a este Tribunal su revisión, incluso de oficio, por tratarse de 
una cuestión de orden público procesal ( SSTC 196/1987, de 
11 de diciembre (RTC 1987, 196) , FJ 2; 87/1991, de 25 de 
abril (RTC 1991, 87) , FJ 1, y 174/1998, de 23 de julio (RTC 
1998, 174) , FJ 1).

El llamado juicio de relevancia —que la decisión del pro-
ceso a quo dependa de la validez de la norma cuestionada 
( art. 35.2 LOTC)—, se erige en uno de los requisitos esen-
ciales para impedir que la cuestión de inconstitucionalidad 
pueda quedar desvirtuada por un uso no acomodado a su 
naturaleza y finalidad, lo que sucedería si se utilizase para 
obtener pronunciamientos innecesarios o indiferentes para 

la decisión del proceso en que se suscita (por todas, STC 
175/2016, de 17 de octubre (RTC 2016, 175) , FJ 2), de ma-
nera que el control de constitucionalidad se convierta en un 
control abstracto (entre las últimas, SSTC 1/2016, de 18 de 
enero (RTC 2016, 1), FJ 2, y 175/2016, de 17 de octubre 
(RTC 2016, 175), FJ 3). Constituye, pues, una de las más 
esenciales condiciones procesales de las cuestiones de in-
constitucionalidad la de que su planteamiento no desborde 
la función de control concreto o incidental de la constitucio-
nalidad de las leyes, lo que sucede cuando la duda plantea-
da por el órgano judicial no es determinante de la decisión 
adoptar y, por tanto, de la validez de la norma (en los térmi-
nos en que ha sido acotada) no depende el fallo.
2. Aunque el acto impugnado en el proceso judicial del que 
dimana la presente cuestión de inconstitucional son las li-
quidaciones giradas por el Ayuntamiento de Sevilla La Nue-
va (Madrid) en enero de 2012, en aplicación de la Ley de 
haciendas locales, lo cierto es que la pretensión deducida 
por el demandante se dirigía a cuestionar el valor catastral 
asignado a los terrenos a efectos del impuesto sobre bienes 
inmuebles, por mucho que dicho valor hubiese servido lue-
go para el cálculo de la base imponible del impuesto sobre 
el incremento del valor de los terrenos de naturaleza urbana. 
De esta manera, para determinar si las liquidaciones tribu-
tarias impugnadas son o no conformes a Derecho, en los 
términos en los que la parte actora ha delimitado el objeto 
del proceso contencioso-administrativo, el órgano judicial 
no necesita, en puridad, aplicar lo dispuesto en los precep-
tos legales que cuestiona (los relativos a la forma de cálculo 
de la base imponible en el impuesto sobre el incremento del 
valor de los terrenos de naturaleza urbana), sino comprobar, 
si considera que puede hacerlo, si el valor catastral asignado 
a los terrenos objeto de liquidación se ha fijado de conformi-
dad con lo previsto en el Real Decreto Legislativo 1/2004, de 
5 de marzo (RCL 2004, 599) , por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley del catastro inmobiliario.
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Para la parte actora, el valor catastral asignado a los terre-
nos en el ejercicio 2011 era de 864.405,08 € y 2.255.891,00 
€, y el valor otorgado a esos terrenos en el mismo ejerci-
cio por la Subdirección General de Valoraciones de la Co-
munidad de Madrid era, respectivamente, de 279.060 € y de 
728.280 €. Esto supone que el valor catastral de los terre-
nos es superior —en un trescientos por cien— al fijado por 
la Comunidad de Madrid a efectos de los impuestos sobre 
transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentos y 
sobre sucesiones y donaciones, cuando, de conformidad con 
el artículo 23.2 de la Ley del catastro inmobiliario, «el valor 
catastral de los inmuebles no podrá superar el valor de mer-
cado». De esta manera, a su juicio, la realidad es que, fruto 
de la crisis económica, los valores catastrales son en mu-
chos casos superiores a los valores reales de los inmuebles, 
lo que contradice los principios constitucionales de justicia, 
equidad y capacidad económica, al girarse las liquidaciones 
controvertidas sobre un valor catastral superior al de mer-
cado, por estricta aplicación del artículo 107.2 a) LHL (RCL 
1988, 2607 y RCL 1989, 1851). Con ello, su queja se centra, 
entonces, en el incumplimiento por el valor catastral asig-
nado a las fincas objeto de transmisión del límite previsto 
en el artículo 23.2 de la Ley del catastro inmobiliario y, sólo 
indirectamente, por mor de la remisión que hace el artículo 
107.2 a) LHL (RCL 1988, 2607) al valor catastral a efectos 
del impuesto sobre bienes inmuebles, en la existencia de una 
cuota tributaria mayor derivada de lo que califica como un 
excesivo valor catastral.

En suma, como señala la Abogada del Estado, si la parte 
actora considera que los valores catastrales estaban mal de-
terminados, ello no es un problema de capacidad económica, 
sino de articular los mecanismos de impugnación previstos en 
la normativa vigente contra esos valores. Y aunque para fijar 
el valor del terreno el artículo 107.2 a) LHL (RCL 1988, 2607) 
se remita al valor que tengan determinado en el momento del 
devengo a efectos del impuesto sobre bienes inmuebles, esto 
es, al «valor catastral de los bienes inmuebles» que se deter-
minará «conforme a lo dispuesto en las normas reguladoras 
del Catastro Inmobiliario» (artículo 65 LHL) y, concretamen-
te, de acuerdo con los criterios y límites previstos en el Real 
Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo (RCL 2004, 599) , 
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del catastro 
inmobiliario, lo cierto es que ninguna consideración realiza al 
respecto el órgano judicial. Hay que tener presente que, en los 
términos que se ha planteado el proceso a quo, lo primero que 
habría que analizar es si el valor catastral que ha servido de 
base a las liquidaciones del impuesto sobre el incremento del 
valor de los terrenos de naturaleza urbana en él impugnadas, 
se ha ajustado en su determinación a las reglas y límites pre-
vistos en la normativa reguladora del catastro inmobiliario, lo 
que plantea, en principio, un problema de legalidad ordinaria 
(de sujeción de ese valor a las reglas legales previstas para su 
determinación), que no de constitucionalidad. 

Por tanto, puesto que el Auto de planteamiento proyecta la 
duda de constitucionalidad formulada sobre unas normas [los 
artículos 107.2 a) y 110.4 LHL (RCL 1988, 2607)] que no son 
las que constituyen el objeto directo de la queja de la parte ac-
tora en el proceso a quo (el artículo 23.2 de la Ley del catastro 
inmobiliario), no cabe sino concluir que el órgano promotor 
ha realizado una inadecuada formulación y exteriorización del 
juicio de relevancia.

Consiguientemente, al no existir el debido nexo de cau-
salidad o dependencia entre el fallo del proceso (dentro de 
los términos de la pretensión articulada por la parte actora) 
y la norma cuestionada, y puesto que, como hemos señala-
do con anterioridad, no es posible convertir la cuestión de 
inconstitucionalidad en un juicio de constitucionalidad en 
abstracto, desligado del proceso a quo, ello debe conducir 
irremediablemente a la inadmisión de la cuestión promovida 
por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 22 
de Madrid.

No existe, pues, relación alguna entre la duda de consti-
tucionalidad exteriorizada por el órgano judicial [la posible 
violación por los artículos 107.2 a) y 110.4 LHL (RCL 1988, 
2607) del principio de capacidad económica del artículo 31.1 
CE (RCL 1978, 2836) por la atribución legal de incrementos 
de valor de los terrenos en supuestos de inexistencia o de 
existencia de incrementos reales menores] con la pretensión 
que constituye el objeto del proceso judicial (la superación 
por el valor catastral de los bienes inmuebles objeto de liqui-
dación del valor de mercado a que hace referencia el artículo 
23.1 de la Ley del catastro inmobiliario), lo que debe condu-
cir, como hemos anticipado con anterioridad, a la inadmisión 
de la presente cuestión de inconstitucionalidad.

FALLAMOS

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, 
POR LA AUTORIDAD QUE LE (RCL 2000, 72 y 209) CONFIE-
RE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,
Ha decidido,

Inadmitir la presente cuestión de inconstitucionalidad.
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TRIBUNAL SUPREMO  

Incremento real de valor: Sentencia de 21 de junio de 2017

FUNDAMENTOS JURÍDICOS

Primero. El proceso de instancia fue promovido por don 
Plácido, mediante un recurso contencioso-administrativo 
dirigido frente a la liquidación por el Impuesto sobre el In-
cremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana que 
le fue exigida por el Excmo. Ayuntamiento de Cuenca como 
consecuencia de la transmisión de una vivienda.

Lo combatido por el recurrente en ese proceso jurisdiccio-
nal fue el cálculo de la base imponible que había realizado 
el Ayuntamiento, en la liquidación controvertida, mediante la 
aplicación de lo establecido en el artículo 107 el Texto Refun-
dido de la Ley Reguladora de las Haciendas locales aproba-
do por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo (RCL 
2004, 602 y 670).

El recurso contencioso-administrativo fue estimado por la 
sentencia que es directamente recurrida en esta casación en 
interés de la Ley, cuyo fallo anuló la actuación municipal re-
currida.

Lo que principalmente razonó para ello fue lo siguiente: 
(a) que el cálculo efectuado por el Ayuntamiento no se ha-
bía apoyado en los reales valores inicial y final del inmueble 
transmitido y, como consecuencia de ello, había prescindido 
del real incremento de valor experimentado por dicho inmue-
ble durante el tiempo transcurrido entre la adquisición y la 
transmisión; y (b) que había de estarse a distinta fórmula de 
cálculo ofrecida por la parte recurrente, por sí expresar esta 
el efectivo y real aumento de valor que encarnaba el hecho 
imponible definido por la ley para exigir el tributo.

Ésta es la sentencia cuya doctrina se combate en el actual 
recurso de casación en interés de la Ley.

Segundo. El presente recurso de casación en interés de la 
Ley, interpuesto por el Excmo. Ayuntamiento de Cuenca, de-
fine la doctrina legal que reclama en su parte final así:

“A LA SALA SUPLICO: Que tenido por interpuesto el pre-
sente recurso de casación en, interés de ley, contra la sen-
tencia no 497/2014 (sic), de 20 de enero de 2015, dictada 
por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo de Cuenca 
en el Procedimiento Abreviado no 497/2014, y previos los 

trámites legales establecidos en la Ley, se dicte sentencia 
par la que se acuerde casar y anular la sentencia recurrida, 
dictando nueva sentencia, en la que se resuelva que ha exis-
tido una interpretación incorrecta del artículo 107 del Real 
Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo (RCL 2004, 602 
y 670), por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales, fijando a su vez que la 
citada norma ha de ser interpretada en el sentido que se hace 
constar en el presente escrito, es decir, en los términos en 
que ha venido siendo aplicado par el Excmo. Ayuntamiento 
de Cuenca, conforme a los cuales, la correcta interpretación 
del artículo 107 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 
de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la 
Ley Reguladora de las Haciendas Locales, en cuanto a la 
determinación de la base imponible del Impuesto sobre el 
Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana 
implica, que al valor del bien a la fecha de devengo del im-
puesto de acuerdo con lo dispuesto en los apartados 2 y 
3 del artículo 107 se le aplique un porcentaje que será el 
resultado de multiplicar el porcentaje anual fijado por cada 
Ayuntamiento dentro de los límites marcados por el artículo 
107.4 de la T.R.L.R.H .L. por el número de años durante los 
que se haya generado el incremento, conforme a la siguiente 
fórmula: Plusvalía (valor del suelo) x [(número de años) x 
(% de incremento)]”.

Tercero. La cuestión que suscita el presente recurso reviste 
una indudable trascendencia para el interés público y para 
los intereses particulares de los propietarios en los momen-
tos actuales, en los que la crisis económica ha supuesto un 
paréntesis en el constante incremento de valor de los bienes 
de naturaleza urbana.

Ahora bien, la doctrina legal que se nos propone no puede 
ser acogida.

Es cierto que no podemos ya afirmar que se trate de sen-
tencias aisladas las que hacen una interpretación no literal 
de los preceptos invocados, como consideramos en nues-
tra sentencia de 3 de octubre de 2008 (recurso de casación 
en interés de la Ley, núm. 76/2006), pero sí permanecen y 
resultan aplicables algunas de las razones que expusimos  



Pág. 37IMPUESTO SOBRE EL INCREMENTO DE VALOR DE LOS TERRENOS DE NATURALEZA URBANA

TRIBUTOS MUNICIPALES

BITplus  •  Núm. 209

en nuestra más reciente sentencia de 20 de junio de 2016 (re-
curso de casación en interés de ley 2530/2015), constituidas 
por lo que seguidamente se expone:

a) La doctrina legal que ha de proponerse en un recurso de 
casación en interés de la Ley no puede consistir en la mera 
reproducción de preceptos legales (STS de 21 de diciembre 
de 2012), y la recurrente reacciona contra el criterio manifes-
tado en la sentencia solicitando básicamente que se esté al 
tenor de la norma; de suerte que la doctrina legal cuya fija-
ción postula, en modo alguno constituye la respuesta nece-
saria para subsanar el criterio erróneo que pretende evitarse.

Este criterio aparece también en el Auto de inadmisión de 
la Sección Primera de la Sala, de fecha 18 de septiembre de 
2014 (rec. de casación en interés de Ley 1692/2014), en el 
que se dijo que se incumple uno de los requisitos que esta-
blece la Ley Jurisdiccional para la viabilidad de este singular 
recurso de casación, pues a este respecto hemos declarado 
reiteradamente (por todas, Sentencia de 21 de diciembre de 
2012 ( RJ 2013, 1521) -recurso nº 3131/2011-) que la doctri-
na legal que se propone ha de ser expuesta específicamente 
y no puede consistir en la mera reproducción de preceptos 
legales ni tampoco en la exigencia de cumplimiento de lo que 
resulta de las propias normas aplicables.

Hay que recordar en este sentido que el fin de la jurispru-
dencia consiste en la fijación de pautas sobre su interpre-
tación llamadas a complementar el ordenamiento jurídico 
mediante la determinación del recto sentido de la norma, la 
integración de sus lagunas y la unificación de la diversidad de 
criterios que puedan seguir los tribunales en su aplicación. 
Por ello, carece de utilidad este recurso cuando la doctrina 
cuya fijación se solicita ya resulta por sí misma de las pro-
pias normas, pues como hemos declarado, entre otras, en 
la Sentencia de 30 de enero de 2007 (RJ 2007, 531) -recur-
so nº 20/2005 - “(...) son rechazables las interpretaciones y 
doctrinas solicitadas que, a la postre, no hagan otra cosa que 
reproducir o ratificar conclusiones o mandatos de la Ley o 
de cualesquiera otras disposiciones con susceptibilidad de 
aplicación directa”.

b) Pero, sobre todo, el Tribunal Constitucional ha dictado, 
recientemente, sendas sentencias en cuestiones de incons-
titucionalidad que impiden estimar la doctrina legal que se 
nos solicita.

En concreto la STC 26/2017, de 16 de febrero (RTC 2017, 
26) (cuestión de inconstitucionalidad 1012/2015), la STC 
37/2017, de 1 de marzo (RTC 2017, 37) (cuestión de incons-
titucionalidad 6444/2015), la STC 48/2017/2017, de 27 de 
abril (cuestión de inconstitucionalidad 232/2016) y la STC de 
11 de mayo de 2017 (RTC 2017, 59) (cuestión de inconstitu-
cionalidad 4864/2016).

Ésta última, que estima la cuestión de inconstitucionalidad, 
incluye en su fallo lo siguiente:

“[...] en consecuencia declarar que los artículos 
107.1, 107.2 a), todos ellos del texto refundido de la Ley  

Reguladora de las Haciendas Locales , aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo (RCL 2004, 602 y 
670) , son inconstitucionales y nulos, pero únicamente en la 
medida que someten a tributación situaciones de inexistencia 
de incrementos de valor”.

Son estas sentencias las que fijan desde la perspectiva del 
principio de capacidad económica la doctrina constitucional 
sobre el tributo local aquí controvertido, muy distinta de la 
que se nos propone en el actual recurso de casación en in-
terés de la ley y conforme a la cual ha de ser interpretado y 
aplicado el precepto al que es referida la doctrina postulada 
en dicho recurso.

Cuarto. Procede, de conformidad con todo lo antes razona-
do, declarar no haber lugar al presente recurso de casación 
en interés de la Ley; y sin que, dada la naturaleza y configura-
ción de este especial recurso, sea procedente hacer pronun-
ciamiento alguno sobre las costas.

FALLO

Por todo lo expuesto, en nombre del Rey y por la autoridad 
que le confiere la Constitución, esta Sala ha decidido 1.- No 
haber lugar al recurso de casación en interés de la Ley in-
terpuesto por interpuesto por el Excmo. Ayuntamiento de 
Cuenca contra la sentencia 11/2015, de 20 de enero de 2015 
(PROV 2016, 239941), dictada por el Juzgado de lo Conten-
cioso-Administrativo número uno de Cuenca (en el procedi-
miento abreviado número 497/2014). 2.- No hacer expreso 
pronunciamiento sobre costas procesales.

Notifíquese esta resolución a las partes e insértese en la 
colección legislativa.

Así se acuerda y firma.
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